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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NUMERO 184/95 CAMARA 
por el cual se adiciona el artículo 176 

de la Constitución Nacional. 

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 
DECRETA: 

Artículo 1 "· El artículo 176 de la ConstituCión Nacional 
qúedará así: 

La Cámara de Representantes se elegirá en circunscripcio­
nes territoriales y circunscripciones especiales. 

Habrá dos Representantes por cada circunscripción territo­
rial y uno más por cada doscientos cincuenta mil habitantes o 
fracción mayor de ciento veinticinco mil que tengan en exceso 
sobre los primeros doscientos cincuenta mil. 

Para la elección de Representantes a la Cámara, cada 
departamento y el Distrito Capital de Bogotá conformarán una 
circunscripción territorial. El Presidente de la República podrá 
establecer y definir una circunscripción especial para asegurar 
la participación en la Cámara de Representantes de los grupos 
étnicos, del sector campesino, de las minorías políticas y de los 
colombianos residentes en el exterior. En ningún caso esas 
circunscripciones especiales podrán superar las ocho curules, 
distribuidas proporcionalmente a cada grupo a representar. 

Artículo 2°. Este acto rige a partir de su promulgación. 
Presentado a consideración de la honorable Cámará de 

Representantes por los suscritos en Santafé de Bogotá, D. C., a 
los 16 días del mes de marzo de mil novecientos noventa y cinco 
(1995). . 

Representante a la Cámara, Depart�mento del Huila, 
Julio Balzamón Vanegas. 

Avalan el presente proyecto de acto legislativo los honora­
bles Representantes: 

Gonzalo Botero, Ramiro Varela M., MarthaCatalinaDaniels 
G., Alfonso López Cossio, Rodrigo Turbay, Ernesto Mesa, 
Daría Martínez Betancourt, Carlos H. Barragán L., y siguen 
otras firm<!S ilegibles. 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

Uno de los logros más significativos de la Constitución de 
1991 lo constituyó, la ampliación de espacios democráticos que 
permitieran la representación idónea de todas las tendencias 
políticas del pensamiento popular. 

La iniciativa legislativa popular, el referendo, la acción de 
tutela, la revocatoria del mandato, son de verdad avances 
importantes en el proceso de remodelación institucional demo­
crática que viene sufriendo Colombia. 

En desarrollo de la Constitución; los grupos alzados en 
armas, así como las diferentes etnias, han accediclo'a escaños en 
el Parlamento, no solamente para que se conozcan las inquietu­
des e iniciativas en torno a los debates legislativos, sino para que 
sirvan de voceros de los intereses de sus representados. 

Sin embargo, uno de los sectores protagónicos de la activi­
dad nacional en su conjunto, como es el sector campesino, no 
cuenta con exponentes que entiendan y defiendan los intereses 
de sus asociados, no obstante representar un segmento impor­
tante de la composición poblacional del país y significar el 
mayor porcentaje de la producción nacional, con más del 30% 
del Producto Interior Bruto. 

Como es dominio común, en los últimos años, el campesina­
do colombiano ha sido el damnificado del modelo económico en 
vigencia, situación ésta agravada por otras circunstancias no 
menos graves son el influjo de la subversión armada y su secuela 
de inseguridad, y los feriómenos naturales. 

La gravísima situación de los habitantes rurales se ha 
querido conjurar con la expedición de leyes coyunturales que, si 
bien pueden ser un paliativo esperanzador, no permiten esperar 
una atención oportuna a sus problemas. 

Cuando se discuten iniciativas tales como la política 
crediticia, la remuneratividad de los precios de los productos 
agropecuarios, las cuotas de exportación, la reforma agraria, el 
campesino raso carece de voceríª en los cuerpos colegiados 
mientras que los grandes gremios industriales, comerciales y los 
gremios agropecuarios, etc., hacen sentir el peso de su influencia 
para la defensa de sus particulares intereses. · 

La única convocatoria que se les formula a los campesinos 
es a participar de un debate electoral periódico, en el. cual son 
presa fácil de los prestidigitadores d� opinión. 

Pasando el proceso electoral, los .campesinos quedan a 
merced del favoritismo político del dirigente regional y expues­
tos a las consecuencias de la legislación que lesiona sus intere­
ses. 

Probablemente en el seno del Congreso colombiano, tengan 
asiento personas de origen campesino e incluso campesinos 
elegidos bajo la tutela banderiza de los partidos y movimientos 
de opinión ocasional; ello no significa, ni mucho menos, que 
esas personas estén comprometidas con la defensa de los 
intereses campesinos, porque su procedencia electoral, no co­
rresponde a personerías campesinas, sino al producto de campa­
ñas de movilización periódic?. 

Los integrantes de grupos sociales desestabilizadores del 
orden institucional, han logrado presionar el establecimiento 
para que les permita accesar a los cuerpos colegiados y lo han 
conseguido. 

Ello nos parece conveniente dentro del proceso de amplia­
ción de la cobertura democrática y en la búsqueda de la 
convivencia y tolerancia nacionales. Pero no nos parece justo 
que quienes, como los campesinos, por no amenazar las institu­
ciones con acciones militares, estén condenados a servir sólo de 
soporte cuantitativo electoral, es decir, elegir pero jamás ser 
elegidos. · 

El Congreso requiere además que quienes tienen la función 
de producir los alimentos· y las materias primas para la econo­
mía, tengan presencia efectiva en los debates sobre política 
económica, para que las leyes que se expidan interpreten 

realmente sus intereses y porque adei:nás, sus luces en otras 
áreas del sentir ciudadano, enriquecerán las decisiones que se 
tomen. 

.En Colo!'llbi'a podemos hablar de por lo menos 9 millones de 
campesinos, cifra ciertamente trascendental si la comparamos 
con la población subversiva, éstas últimas con vocería congre­
sional ordenada por la Constitución Nacional. 

El documento Conpes 2745 DNP: UDA, Minagricultura, 
aprobado el 7 de diciembre del año pasado, sobre política de 
modernización rura(y desarrollo empresarial campesino, reco­
noce y coloca de manifiesto muchas de las enormes falencias que 
afectan de manera considerable la vida de los campesinos 
colombianos y que n¿s permiten argumentar con mayor fuerza 
nuestr.:> proyecto de acto legislativo. Veamos a título <le ejemplo, 
algunas de ellas: 

· 

"Los indicadores de pobreza muestran una ampliación de 
las diferencias entre la calidad de vida rural y urbana mientras 
que entre 1973 y 1993 la proporción de familias con alguna 
necesidad básica insatisfecha se redujo en las cabeceras muni­
cipales del 60 al 20%, en las áreas rurales sólo disminuyó del 
88% al 70%. El 60% de las viviendas rurales carecen de 
servicios sanitarios y un 70% no tiene conexión de agua pota-
ble." 

· · 

"La pobreza rural ts.mbién está asociada en forma directa 
con el precario acceso de· los campesinos, tanto a los recursos 
productivos (tierra, financiación, tecnología apropiada y capaci­
dad técnica y empresarial), como.a los servicios sociales básicos 
de educación, salud y seguridad spcial." 

"El crédito institucional sólo cubre el 24% de la demanda 
potencial de los pequeños productores ... ". . 

"La situa.ción de la mujer campesina re�ulta más dramáti�a: 
a la secular discriminación como habitante rural, se agregó la 
discriminación como mujer, que la ha exeluido del acceso a los 
recursos y servicios productivos en igualdad de oportunidades a 
los hombres." 

"A pesar de los esfuerzos por consolidar los procesos de 
descentralización administrativa y fiscal, la modernización de la 
gestión pública del Estado, los entes territoriales aúrt no tienen 
la capacidad institucional para enfrentar las nuevas responsabi­
lidades y funciones que les han sido asignadas adicionalmente, 
mucha� comunidades no cuentan con la capacitación y la 
organización requerida para hacer uso de sus derechos de 
participación, tanto político, como de vigilancia y control de 
la gestión pública (el resaltado es nuestro). 

El Gobierno del Presidente Samper se encuentra interesado 
en resolver para los campesinos de Colombia, con su política de 
modernización rural y desarrollo empresarial campesino, "los 
problemas productivos, de equidad y de sostenibilidad de los 
recursos naturales, propiciando el progreso autónomo de la 
sociedad rural". "Ello se logrará a través del incremento en los 
ingresos y la calidad de vida de la población rural, la interacción 
con otros sectores de la economía, la inserción del sector en el 
proceso ·de internacionalización y el fortalecimiento de las 
entidades territoriales y la participación ciudadana". 
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"Para modernizar el medio rural se ofrecerán los medios y 
condiciones que amplíen las oportunidades económicas de los 
pequeños productores y generen procesos autosostenidos de 
cambjo socia�. Los instrumentos y programas están orientados a 
asegurar a la población rural el acceso a los recursos productivos 
y a los servicios sociales básicos, a fortalecer su capacidad 
técnica y empresarial, a disponer de la infraestructura económi­
ca y de servicios complementarios, a la producción para crear 
ventajas competitivas, y a consolidar los espacios para garan­
tizar el ejercicio de l� democracia participativa, la política se 
ha diseñado para actuar frente a regiones y poblaciones_ étnicas 
y culturalmente heterogéneas. Por esta razón su instrumentación 
implica profundizar la descentralización institucional y la 
redistribución efectiva de las capacidades de decisión." 

Si esto es lo que desea el Gobierno, para modernizar y 
desarrollar empresarialmente al sector campesino, el Congreso 
de la República debe entonces contribuir permitiendo que esa 
participación democrática y esa capacidad de decisión, se 
consagren constitucionalmente, adicionando como propone­
mos, el artículo 176 de la Carta Fundamental, otorgándole el 
espacio político requerido a las organizaciones campesinas en el 
primer y más importante escenario de la vida política nacional, 
como es, el Congreso de la República. 

Más que declaraciones, condecoraciones, celebraciones fes­
tivas anuales, lo que el campesinado cólombiano requiere es que 
se le tenga en cuenta cuando se dirimen aspectos que les atañen 
por naturaleza. No conviene al futuro de la del}locracia colom­
biana, seguir discriminando a los campesinos mientras se esti­
mula, reconoce y apoya a otros grupos sociales cuyo peso en la 
economía e influencia cultural, son sin duda alguna menores. 

Por estas consideraciones preliminares, estimam9s que el 
Congreso debe darle vía libre a esta reforma de nuestra Carta. 

Atentamente, 
.Tulio Bahamón Vanegas, 

Representante a la Cámara Departamento del Huila. 
Honorables Representantes que coadyuvan este proyecto de 

acto legislativo: 
Gonzalo Botero, Ramiro V arela M., Martha Catalina Daniels 

G., Alfonso López Cossio, Rodrigo Turbay, Ernesto Mesa, 
Darío Martínez Betancourt, Carlos H. Barragán y siguen otras 
firmas ilegibles. 

CAMARA DE REPRESENTANTES 
SECRETARIA GENERAL 

El día marzo 22 de 1995 ha sido presentado en este Despa­
cho, el Proyecto de acto legislativo número 184 de 1995 con su 
correspondiente exposición de motivos por el honorable Repre­
sentante Julio Bahamón Vanegas y otros._ 

�l Secretario General, 
Diego Vivas Tafur. 

* * * 

PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 

NUMERO 185/95 CAMARA 
por el cual se modifican algunos artículos del Régimen de 

las Asambleas Departamentales artículos 299, 300 de la C.P. 
Artículo 12• El artículo 299 del título XI del capítulo 11 del 

Régimen Departamental, quedará así: 
En cada departamento habrá una corporación administrati­

va de elección popular que se denominará Asamblea Departa­
mental, la cual estará integrada por no menos de once (11) 
miembros ni más de treinta y uno (31). Dicha Corporación 
gozará de autonomía administrativa y patrimonio propio. 

El Consejo Nacional Electoral podrá formar dentro de los 
límites de cada departamento, cpn base en su población, círculos 
para la elección de diputados, previo concepto de la Comisión 
de Ordenamiento Territorial. 

El régimen de inhabilidades e incompatibilidades de los 
diputados será fijado por la ley, el período de los diputados será 
de tres (3) años, y tendrán la calidad de servidores públicos. 

Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano en 
ejercicio, tener más de veintiún (21) años de edad, no haber sido 
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condenado a pena privativa de la libertad, con excepción de los 
delitos políticos o culposos y haber residido en la respectiva 
circunscripción electoral durante el año inmediatamente ante­
rior a la fecha de la elección. 

Artículo 22• El artículo 300 del título XI, capítulo 11, quedará 
así: 
' Corresponde a las Asambleas Departamentales por medi'o 

de ordenanzas: 
. l. Reglamentar el ejercicio de las funciones y la prestación 

de los servicios á cargo del departamento. 
2. Expedir las disposiciones relacionadas con la planeación, 

el desarrollo económico y social, el apoyo financiero y crediticio 
a los municipios, el turismo, el transporte, el ambiente, las obras 
públicas, las vías de comunicación y el desarrollo de sus zqnas 
de frontera. 

3. Adoptar de acuerdo con la ley los-planes y programas de 
desarrollo económico y social y los de obras públicas, con la 
determinación de las inversiones y medidas que se consideren 
necesarias para impulsar su ejecución y asegurar su cumpli­
miento. 

4. Decretar, de conformidad con la ley, los tributos y 
contribuciones necesarios para el cumplimiento de las funciones 
departamentales. 

5. Expedir las normas orgánicas del presupuesto departa­
mental y el presupuesto anual de rentas y gastos. 

6. Con sujeción a los requisitos que señale la ley, crear y 
suprimir m  unicipios, segregar y agregar territorios municipales, 
y organizar provincias. 

7. Determinar la estructura de la administración departa­
mental, las funciones de sus dependencias, las escalas de 
enumeración correspondientes a sus distintas categorías de 
empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas 
industriales o comerciales del departamento y autorizar la 
formación de sociedades de economía mixta. 

8. Dictar normas de policía en todo aquello que no sea 
materia de disposición legal. 

9. Autorizar al gobernador para celebrar contratos, negociar 
empréstitos, enajenar bienes y ejercer, pro témpore, precisas 
funciones de las que corresponden a las asambleas departamenta­
les. 

11. Estudiar, aprobar o improbar el plan de inversión del 
departamento. 

12. Dirigir y fomentar con los recursos propios del departa­
mento las industrias establecidas y la introducción de otras 
nuevas, la importancia de capitales extranjeros y la colonización 
de tierras pertenecientes al departamento. 

i:f Fomentar la construcción de fíneas férreas, la explota­
ción de bosques de.propiedad del departamento y la canalización 
de los ríos. 

14. Reglamentar lo relativo a la deuda pública a cargo del 
departamento y disponer la manera de amortizarla, procurando 
en todo lo posible el cumplimiento de las obligaciones contraí­
das o bien promoviendo con los respectivos interesados la 
modificación de las obligaciones, de la manera más equitátiva 
y razonable posible. 

15. Reglamentar todo lo relativo a la organización, recauda­
ción, man.ejo e inversión de las cuentas del departamento, a la 
formación y· revisión de las cuentas de los resp0:isables y la 
represión y castigo del fraude. 

16. Autorizar a los gobernadores para suscribir acuerdos 
multinacionales de cooperación e integración para el desarrollo 
comunitario, servicios públicos y preservación del medio am­
biente. 

17. Cumplir las demás funciones que le asignen la Consti­
tución y la Ley. La ley podrá encomendarles todas aquellas 
funciones que dentro de su jurisdicción vayan encaminadas al 
desarro)Jo'y progre�o del departamento y a hacer efectiva la 
descentralizacióµ y participación comunitaria en que se inspira 
esta constitución. 

P ROYE-C T O  S DE 

PROYECTO DE LEY NUMERO 181 DE1995 

CAMARA 

por medio de la cual la Naci.ó11 se asocia a la celebra_ci.ó11 de los 
450 míos del Mu11icipio de Soatá, Boyacá, rinde homenaje a los 
Soatenses y se orde11a la reali:zaci.ó11 de obras de infraestructura. 

. El Congreso de la república de Colombia, en uso de las 
facultades que le confieren los artículos 150, numerales 32 y 92, 
en armonía con el 365 y 366 de la Constitución Política de 1991, 

DECRETA: 
Artículo 12• La Nación se asocia a la conmemoración de los 

Cuatrocientos cincuenta años de Soatá Boyacá, a celebrarse el 
10 de diciembre de 1995. 

Artículo 2º. A partir de la sanción de la presente ley y de 
conformidad con los artículos 334, 341y359 numeral 3º de la 
Constitución Política de Colombia, autorízase al Gobierno 
Nacional para asignar dentro del Presupuesto de las vigencias de 
1996 a 1998 las sumas necesarias para ejecutar las siguientes 
obras de interés social en el Municipio de Soatá y en su entorno 
regional en el Departamento de Boyacá. 

1. Construcción de la variante de Soatá sobre la Central del 
Norte. 

2. Nacionalización del Colegio Cooperativo de "La Presen­
tación" de Soatá, Boyacá. 

GACETA DEL CONGRESO 

Las ordenanzas que se refieren los numerales 3, 5 y 7, de este 
artículo, las que decretan inversiones, participaciones o cesio­
nes de rentas y bienes departamentales y lás que creen servicios 
a cargo del depart�mento o los traspasen a él, sólo podrán ser 
dictadas o reformadas a_ iniciativa del Gobernador. 

Atentamente, 
Adalberto E . .T aimes Ochóa, 

Representante a Ja Cámara por el Departamento de Arauca. 
Siguen firmas ilegibles. 

· 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
La nueva Constitución Política de Colombia propuso en lo 

fundamental cambiar las estructuras territoriales del país con el 
fin de desarrollar Ja descentralización administrativa y política 
en- un sentidó funcional, orientando un desarrollo regional 
dentro del cuadro de la planificación, es decir, implantando un 
sistema económico-social-administrativo y fiscal más adecua­
dos. 

La nueva Carta Política señaló las estructuras de las Asam­
bleas Departamentales limitándose apenas al número de sus 
componentes y orientando funciones a lo que pueden cumplir, 
pero restringiendo eso sí la creencia de que ésta se convierta, 
como a ocurrido en caricaturas del par.lamento; y por tal razón se 
precisa hacer de sus funciones actuaciones precisas, aún cuando 
aparezcan prolijas. · 

Las dos reformas constitucionales que han revisado el 
,régimen de las Asambleas así Jo han querido (1968-1991), por 
cuanto e!' carácter administrativo de esas corporaciones lo 
impone, dejando por ejemplo la iniciativa del gasto público al 
Gobierno. 

U no de los problemas que más han contri.buido al em pobre­
cimiento de las labores de las Asambleas es la facultad de elegir 
a ciertos funcionarios departamentales, acción que las han 
convertido en reductos simplemente electorales, en feudos 
políticos, acabando la unidad técnica que la misma Constitución 
exige para los organismos administrativos descentralizados. 

Pero de lo que se trata es dejar a las corporaciones 
departamentales las atribuciones de aprobar los planes regiona­
les y nacionales dentro de las modificl!ciones que nos permiti­
mos proponer, acogiendo como es obvjo las inquietudes de los 
voceros de las Dumas Departamentales buscando siempre el 
espíritu de funcionalidad. 

Se impone acentuar el proceso de descentralización y de 
desconcentración que haya lugar conforme a unas políticas 
vitales para el desarrollo del país, acogiendo los planes naciona­
les de desarrollo. 

Se ha dicho que mientras no se haga planificación regional, 
se convertirá en una acción burocrática, sjn piso real que ayudará 
aún más al empobrecimiento de las labores de las Asambleas. 

No hay que olvidar también, que los actos de la Duma son 
sujetos, como es ol>vio, del control admiqistrativo y también del 
control fiscal. 

Las ordenanzas a que se refieren Jos artículos 3, 5 y 7 de este 
artículo, las que decreten inversiones, participaciones, sesiones 
de rentas o bienes departamentales y lal? que creen servicios a 
cargo del departamento o Jos traspasen a él, sólo podrán ser 
dictadas o reformadas a iniciativa del G'obernador. 

El presente acto legislativo regirá a partir de su promulgación, 
Bogotá. 

Adalberto E . .T aünes Ochoa, 
Representante a la Cámara por el D�partamento de Arauca. 
Siguen firmas ilegibles. 

CAMARA DE REPRESENTANTES 
SECRETARIA G�NERAL 

El día marzo 22 de 1995 ha sido presentado en éste Despa­
cho, el Proyecto de acto legislativo número 185 de 1995 con su 
correspondiente exposición de motivos por el honorable Repre­
sentante Adalberto Jaimes Ochoa y otros. 

El Secretario General, 
Diego Vivas Tafur. 

3. Cofinanciación para la remodelación y ampliación del 
hotel turístico de Soatá a través de la Gobernación de Boyacá. 

4. Cofinanciación para la compra de maquinaria de cons­
trucción de Pozos en el Programa de Aprovechamiento de Aguas 
Lluvia, tipo retroescavadora con destino a los Municipios de 
Soatá, Susacón, Sativanorte, Tipacoque, Covarachía, Boavita, 
La Uvita y San Mateo. 

.Artículo 3º. Autoñzase al Gobierno Nacional para celebrar 
las operaciones presupuestales y los contratos necesarios para 
dar cumplimiento a lo dispuesto en la presente ley. 

Artículo 4º La presente ley rige a partir de la fecha de su 
sanción. 

�] 

\ 



GACETA DEL CONGRESO 

Presentada a la honorable' Cámara de Representantes por: 
José Raúl Rueda, Osear Celio Jiménez, Jorge Armando 

Mendieta, Humberto Alfonso, Víctor Manuel Buitrago G., 
Miguel Antonio Roa, Representantes; Remando Torres Barre­
ra, H éctor H elíRojas, Ciro RamírezPinzón, M aríalzquierdo de 
R., Senadores . 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
Antecedentes. 
Soatá 450 años. 
La administración municipal y los soatenses, celebran el 

próximo 10 de diciembre del año en curso, 450 añÓs de vida 
·institucional. 

Soatá·C'<S cuna de próceres y hombre,s ilustres, como del 
Constitucionalista de 1886, Carlos Calderón Reyes. 

Gran número de soatenses participaron en Ja Campaña 
Admirable de 1813 y en la Guerra Magna de 1819. Sus gentes 
han respondido cuando la Patria les ha querido. 

Soatá recibió el nombre de Villa en él año de 1811, pero 
antes alcanzó a declarar su independencia del Gobierno Central 
de-Bogot�. 

: A lo .fargo de las diferente.� épocas Jos . soatenses han 
demostra�o un espíritu de lucha constante en busca de mejores 
condiciones de vida. 

En el siglo p,asado Soatá representó un centro geográfico 
muy importante a donde confluían gentes de .diferentes regiones 
del país hasta tal punto que llegó a tener mayor número de 
habitantes que Cali y B¡lrranquilla. · 

. Debido a la falta de fuentes de trabajo en los últimos años se 
ha producido una fuerte emigración de sus gentes hacia otras 
ciudade.� del país y venezolanas. 

El cultivo del tabaco en la región desplazó cultivos muy 
importantes como frutas, caña de azúcar, cereales y otros y 
últimamente, al caer ese cultivo, los campesinos quedaron 
desprotegidos y sus tierras esterilizadas. 

Soatá es un centro cultural muy importante en la región 
lideran_do-la:á'ctividad folclórica de la provincia del Norte de 

....... ----- Boyacá. 

• 

Situación actua.J. 
Hoy Soatá es menos de lo que era hace 400 años, cuando 

alcanzó a ser l� tercera ciudad de lá República Independiente 
de Boyacá, pero el profundo centralismo en el cual se ha 
hundido nue,stra República, ha frustrado cualquier interito a 
la provincia colombiana, para un mejor futuro. Con los 
inicios de descentralización política y administrativa, em­
prendidos a mediados de Ja década pasada, se empezaron 
esfuerzos, por neutralizar esa nefasta política que ha asumido 
en el atraso, no solamente a Soatá, sino a much¡¡s otras 
regiones de Colombia. 

La Carretera Central. del Norte, que une a Santafé de Bogotá 
con Tunja, Soatá, Málaga, Cúcuta y Caracas en Venezuela, en 
un alto porcentaje se encuentra sin pavimentar, a sabiendas de 
que es una vía internacional y que disminuye los costos de 
comercialización de la producción dé media Colombia con 
Venezuela. -

El monoc�ltivo del tabaco ha erosiona e.lo en tal magnitud los 
terrenos de esta región de Colombia, dejando en la ruina a los 
ganaderos y agricultore.5, por tal razón se hace necesario imple­
mentarpolíticas agropecuarias encaminadas a mejorar la infraes­
tructura hídrica, específicamente construyendo la represa de los 
ríos Guina, Guantiva y Onzaga, lo mismo que la adquisición de 
maquinaria, tipo retroescavadora, con el fin de construir reser­
vorios de aguas lluvias. 

Estudios realizados por la Universidad Javeriana en Ja 
zona, observaba como principal problema el desempleo, para 
lo cual recomienda explotar las potencialidades en el sector 
turístico, por sus aguas termales en Panqueba, Güicán y San 
Mateo, lo mismo que por su majestuoso nevado de El Cocuy y 
Güicán. 

Estas ventajas comparativas se encuentran sin explotar, 
dado que Ja vía de comunicación con el centro del país, el ramal 
que desprende de Ja Central del Norte y comunica a los Muni­
cipios de Boavita, La U vita, San Mateo, Guacamayas, Güicán y 
El Cocuy se encuentra a punto de desaparecer, pues fue construi­
da desde el Gobierno del General Rojas Pinilla, tenida en total 
abandono en Jos últimos. 40 años por el Gobierno Central. 

. Legalidad. 

Al tenor del artículo 334 de nuestra Carta Política específica­
mente en su inciso 2º, se puede observar claramente, Ja voluntad 
del Constituyent.e Primario, en Ja A�amblea Constituyente de 
1991 de brindarle al Estado mecanismos que Je- permitan 
promover la productividad y la competitividad así como el 
desarrollo armónico de sus regiones. 

Señores Representantes, es una magnífica oportunidad 
aprovechable para que esta honorable Corporación contribuya a 
la solución de tan graves dificultades que la ciudad de Soatá y 
su entorno padycen. 

Honorables Representantes, por Sl! concurso como actores 
principales del desarrollo del país esta región les dé en reconoci­
miento, por su solidaridad con Ja ley de honores, aquí propuesta. 

Viernes 24 de marzo de 1995 

Víctor Manuel Buitrago Gómez, Héctor Helí Rojas, 
Remando Torres, y Ciro Ramírez. 

CAMARA DE REPRESENTANTES 
SECRETARIA GENERAL 

El día 22 de marzo de 1995, ha sido presentado en este 
Despacho, el Proyecto de ley número 181 de 1995, con su 
correspondiente exposición de motivos, por lo� honorables 
Representantes José Raúl Rueda, Víctor Manuel· Buitrago y 
otros; y honorables Senadores Hernando Torres Barrera y otros. 

* * * 

Diego Vivas Tafur, 
Secretario General. 

PROYECTO DE LEY NUMERO 182 DE 1995 

CAMARA 
por la cual se modifica el artículo 136 del Decreto legislativo 

· 080 del 22 de enero de 1980 y se ordena la creación de la 
Secciona/Puerto Carreña, de la UniversidadPedagógica 

Nacional. 
El Congreso de Colombia, 

DECREIA: 
Artículo 1 º·Modificase el artículo 136 del Decreto legisla­

tivo 080 del 22 de enero de 1980, el cual queda así: 
La Universidad Pedagógica N aciana! tendrá como objeto la 

investigación y el desarrollo educativo y la formación del 
personal docente para todos Jos niveles y las diferentes modali­
dades, de conformidad con las necesidades y prioridades nacio­
nales; para lo cual podrá, con la aprobación del Gobierno 
Nacional, crear o establecer, a más de la establecida por esta ley, 
seccionales en l�s diferentes entidades del nivel territorial. 

Artículo 2º. El Gobierno Nacional, por medio del Ministerio 
de Educación, Universidad Pedagógica Nacional, creará, orga­
nizará y pondrá en servicio, la Secciona! Pue.rto Carreña de la 
Universidad Pedagógica Nacional. 

Artículo 3º. La Secciona) Puerto Carreña de la Universidad 
Pedagógica Nacional tendrá por objeto la investigación y· el 
desai-rollo educativo y Ja formación del personal docente para 
todos Jos niveles y las diferentes modalidades, de conformidad 
con las necesidades y prioridades nacionales y regionales de Ja 
Orinoquia, así como de la integración con Venezuela. 

En principio serán abiertas no menos de una Facultad, un 
Instituto y un Centro, de Jos programas académicos hoy ofreci­
dos por Ja Universidad Pedagógica en Ja ciudad de Santafé de 
Bogotá. 

Igualmente Ja Universidad Pedagógica Nacional implemen­
tará en su Secciona) Puerto Carreña, programas de investigación 
para Ja educación de Jos grupos étnicos de Ja región, reconocien­
do, respetando, protegiendo y desarrollando su identidad cultu­
ral, así como teniendo en cuenta que Ja enseñanza que a estos 
grupos se imparta, deberá ser bilingüe, cuando los mismos 
posean tradiciones lingüísticas propias. 

Artículo 4º. Autorizase al Gobierno Nacional para efectuar 
las operaciones presupuestales que llegaren a ser necesarias 
para el cumplimiento de Jo ordenado en Jos artículos preceden­
tes. 

Tales operaciones presupuestales, a partir de la vigencia 
fiscal de 1996 y con el fin de garantizar la financiación, 

·construcción de estructuras físicas, dotación y puesta en mar­
cha de las Facultades, Institutos y Centros que se creen, todo 
lo cuai deberá estar funcionando antes del 31 de diciembre de 
1998. 

· Queda igualmente facultado el Gobierno Nacional, hasta el 
31 de diciembre de 1997 para celebrar Jos contratos necesarios 
para el cabal cumplimiento de esta ley. 

Artículo 5º. El Congreso de Ja República por intermedio de 
las Mesas Directivas de las Comisiones Sexta de Senado y 
Cámara, ejercerá el control político ante el Gobierno Nacional 
para el cumplimiento de lo establecido en Ja presente ley. 

Artículo 6º. La presente ley rige desde la fecha de su 
promulgación. 

De los hon_orables Representantes, 
Franklin Segundo García Rodríguez, 

Representante a la Cámara, Departamento del Vichada. 

EXPÓSICION .DE MOTIVOS 
Honorables Senadores y Representantes: 
Conforme a los artículo constitucionales 150, inciso inicial, 

154, 2 y preámbulo de Ja misma codificación, me permito 
presentar ante el honorable Congreso de Ja República, este 
proyecto de ley encaminado a modificar el artículo 136 del 
Decreto legislativo 080 del 22 de enero de 1980 y ordenar del 
Gobierno Nacional, Ministerio de Educación, Universidad Pe­
dagógica Nacional, la creación, organiz_ación y puesta en servi­
cio, de Ja Secciona) Puerto Carreña de la Universidad Pedagó­
gica Nacional. 

A fin de facilitar el cumplimiento de los mencionados 
mandatos, se autoriza al Gobierno Nacional, otorgándole un 
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término perentorio, para efectuar las operaciones presupuestales 
que llegaren a ser necesarias; así como para celebrar los contra­
tos a los cuales haya lugljr. 

Es esta una esencial obra de infraestructura para el desarro­
llo educativo sociocultural, político y económico de las comuni­
dades del Vichada, El Guainía, Vaupés, Arauca, Casanare, 
Meta y Guaviare, con incidencia en la economía general de 
nuestro país, así como para la integración educativa colombo­
venezolana y en general para el desarrollo nacional y la ptesen­
cia del Estado en sitios donde parece estar siendo suplantado. 

A continuación, expongo a ustedes Jos motivos tenidos en 
cuenta para Ja presentación de esta propuesta legislativa: 

l. BASES CONSTITUCIONALES. 
1.1 Enunciación. 
El preámbulo de nuestra Constitución Políti.ca, decretada, 

mencionada y promulgada por el pueblo de Colombia, mediante 
sus delegatarios a la Asamblea Constituyente, dice como ésta se 
dicta, entre otros fines, para "fo�talecer la unidad de la Nación", 
"Asegurar a sus integrantes ... el conocimiento, 'garantizar un 
orden político, económico y social justo e impulsar la integra­
ción de la comunidad latinoamericana'". 

El artículo 1 º habla de una Repúbli_ca "democrática, 
participativa y pluralista". 

El artículo 2º de la Ley Fundamental, consigna como uno de 
los fines del Estado, "promover Ja prosperidad general". 

El artículo 13 ordena al Estado promover "las condiciones 
para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados". · 

El artículo 67 prescribe que "la educación es un derecho de 
la persona y un servicio público que tiene una función social, con 
ella se busca el acceso al conocimiento , a Ja ciencia, a la técnica 
y a los demás bienes y valores de la c;_ultura". 

El artículo 69 ordena al Estado facultar "mecanismos finan­
cieros que hagan posible el acceso de todas las person.as aptas a 
la educación superior". 

Los artículos72, lOy 68 inciso 6º, seiefierenal reconocimiento 
y protección por partt; del Estado de la diversidad étnica y 
cultural de Ja Nación Colombiana; el reconocimiento como 
oficiales, de las lenguas y dialectos de Jos'grupos étnicos y de la 
enseñanza bilingüe a Jos mismos, dentro de una formación que 
respete y desarrolle su identidad cultural. 

1.2 Explicación. 
El nuevo Departamento del Vichada, así como los de 

Vaupés, Guainía, Guaviare, Arauca y Casanare, han sufrido 
junto con otras regiones de menores recursos y población, el más 
despiadado abandono en todos los órdenes, especialmente en 
cuanto a Ja educación superior se trata; parece ser que a sus 
habitantes se les haya condenado a escasamente y mediante 
grandes dificultades a ser solamente bachilleres normalistas o 
vocacionales, lo cual constituye la más dura forma de discrimi­
nación social, por cuanto el acceso a la educación superior y 
especializada implica nada merios que Ja superación personal y 
la capacitación para una mejor prestación de la actividad 
personal, sin Jo cual llega a ser imposible enfrentar los retos 
personales y sociales a los cuales abocan las necesidades del 
momento. 

Lo anterior explica el porqué los destinos de estas regiones 
han venido siendo dirigidos por personas extrañas a las mismas 
y por ende sin mayor interés en su desarrollo y progreso. 

Con las condiciones anteriores no se fortalece la Unidad de 
la Nación, por cuanto Ja unidad implica equilibr.ada cohesión y 
ésta presupone unas partes conformantes del aspecto 
antropológico del concepto Nación, situadas por lo menos en 
cuanto a las oportunidades en un mismo plano de desarrollo para 
lo cual a esos integrantes se les debe garantizar el acceso al 
conocimiento base o pilar sobre el cual se haría descansar el 
orden político, económico y social, justo, al cual tiende el estado 
social de derecho por propia definición y cómo único y verdadero 
justificante moderno del poder político. 

Siendo, además, Ja realización propuesta, un aporte maravi­
lloso, para impulsar Ja integración de la comunidad latinoame­
ricana, pues la cercanía nuestra con Venezuela, implicaría 
integración con dicho país, en aspectos tales como el conoci­
miento y la ciencia en el campo de la docencia hasta el más alto 
nivel. 

Por otro concepto no se podría establecer una república 
democrática, participativa y pluralista, sin pensar en la amplia­
ción progresiva, hasta la cobertura total de la adquisición de los 
conocimientos a los cuales aspire cada individuo, por cuanto la 
democracia al implicar el poder del pueblo presupone que el 
conglomerado de hombres depositarios del poder, cuenten con 
un bagaje de conocimientos mediante los cuales pueda ejercer 
su autoridad acertadamente; lo cual ocurriría por igual si se trata 
de participar en Jas decisiones que a todos incumben; y con 
mayor razón sería imposible Ja existencia de una sociedad 
pluralista basada en Ja ignorancia de sus miembros por cuanto 
las ideologías nacen precisamente como síntesis del conoci­
miento. 

Si por otra parte, uno de los fines del Estado es el de 
promover la prosperidad general, y esta declaración dogmática 
del artículo 2º constitucional, se encuentra repetida en el artícu-
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lo 366 de la misma Carta Magna, cuando cita como finalidades 
sociales del Estado, el bienestar general y el mejoramiento de la 
calidad de vida de la población; pues tendremos que convenir 
como no puede existir prosperidad o bienestar, ni mejoramiento 
de la calidad de vida, mientras no se otorguen los conocimientos 
necesarios para ello. 

. Lo anterior toma dimensiones insospechadas de importan­
cia, si se tiene" en cuenta '<lue modernamente la justificación del 
Estado y de sus órganos de poder político, radica precisamente 
en el suministrar a los gobernados, prosperidad o bienestar y 
mejoramiento de la calidad de vida, a tono con los adelantos 
científicos y tecnológico, los cuales hemos visto sucederse 
precipitadamente en nuestro siglo y principalmente con poste­
rioridad a la segunda conflagración mundial. 

El artículo 13 constitucional, ordena al Estado promover las 
condiciones para que la igualdad sea real y efectiva adoptando 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados, man­
dato el cual desarrolla las finalidades del Estado, por cuanto se 
trata de dar prosperidad a los habitantes de nuestra Nación, pero 
no a unos, sino a todos; aclarando sí que la igualdad real se 
refiere a las oportunidades para todos y no al aprovechamiento 
individual de las mismas, para el logro de esa igualdad se deben 
suministrar los servicios públicos a todos en forma equitativa y 
no solamente a los habitantes del Triángulo de Oro de Colombia 
o sector central de nuestra geografía, es la hora de pensar en los 
grupos humanos hasta ahora discriminados o marginados, sien­
do ello lo hecho, hasta el momento, con la otra media Colombia, 
o antiguos Territorios Nacionales. 

Constitucionalmente, artículo 67, .la educación es un dere­
cho de la persona y un servicio público que tiene una función 
social, con ella se busca el acceso al conocimiento, a la ciencia? 
a la técnica y a los demás bienes y valores de la cultura. 

Quiere lo anterior decir que nuestra propuesta radica en un 
derecho, no por tanto se debe entender como apelación a la 
caridad o a la liberalidad del Estado, sino que por el contrario 
debe ser tenida en cuenta como una verdadera potestad para 
exigir acceder a la educación superior personas que car�cen _de 
medios de comunicación y transporte para buscarla en el mtenor 
del país, donde por otra parte e,stán impedidas para sufragar los 
consiguientes c��tos. · 

Y si conforme al artículo 69 de la misma Constitución 
Política, el Estado debe facultar mecanismos financieros que 
hagan posible el acceso de todas las personas aptas a l� e?uca­
ción superior; pues no queda duda alguna, como ex1st1endo 
normalistas, los cuales ameritan y tiene la voluntad de cursar 
estudios superiores, no lo puedan hacer por la carencia de 
centros respectivos en sus regiones y serles imposible llegar 
hasta donde existen las universidades. 

Por lo tanto, debe ser preocupación principal de los poderes 
públicos, la construcción de la infraestructura �ecesari� y el 
mantenimiento y la dotación del centro de estudios supenores, 
propuesto como secciona! de la más grande universidad pública 
del país en el campo pedagógico, pues con ello se logra el 
desarrollo uniforme de las distintas entidades territoriales y su 
integración, con el logro de los proyectos constitucionales de 
fortalecer la unidad de la Nación, consolidando el proceso de 
prosperidad general, dentro de un orden político y social justo y 
asegurando el derecho a la educación. 

Por otra parte, nuestra propuesta implementa el querer 
consagrado en nuestra Carta Constitucional en cuanto a la 
enseñanza a impartir en relación con la gran variedad de grupos 
étnicos existentes en Colombia, herederos directos delos prime­
ros pobladores de nuestro suelo y por ende con mejor derecho 
para ser beneficiarios del act1:1ar estatal. 

II. BASÉs INSTITIJCIONALES 
11.1 Situación actual y propuestas en los departamentos 

de la orinoquia. 
El Departamento del Vichada, así como los_Departan;ientos 

de Arauca, Casanare, Guainía, Vaupés y Guaviare constituyen 
un inmenso territorio situado al Nororiente de Colombia, siendo 
además zona de frontera con Venezuela y Brasil, esa situación 
geográfica apartada del ce�tro geog�fic? colom�iano ha sido 
motivo para que estos antiguos Terntonos Nac1o�ales desde 
siempre hayan sobrevivido a un olv.ido total, lo �ual igualmente 
ha hecho que se encuentren desarticulados y aislados no sola­
mente entre sí, sino con el resto de nuestro territorio patrio y de 
la comunidad internacional. 

Dicha desarticulación se presenta al igual que en otras 
actividades y frentes sociales y económicos, en el campo de la 
educación. 

En el Vichada tenemos que solamente en Puerto Carreño se 
cuenta con un colegio de modalidad pedagógica. 

Los bachilleres egresan además de los Colegios de Puerto 
Carreña, de los centros docentes de La Primavera, Santa Resalía, 
El Viento y Santa Teresita, sin suficientes posibilidades de 
estudios superiores distintos a los que se pueden lo?rar en. los 
grandes centros urbanos para lo cual es necesano realizar 
grnndes y costosos desplazamientos. 

En la posibilidad intermedia de educa�ión media vocaci?­
nal, se.ha arraigado en el Vichada, las modalidades agropecuana 
y comercial. 

Viernes 24 de marzo de 1995 

Y por lo referente a posibilidad de continuidad en los 
estudios superiores solamente se ·cuenta con formas 
semiescolarizadas de Unisur y el Cread de la ESAP, con solo 
programas de tecnologías de administración; y las Universidad 
Javeriana y Sabana, cuya alternativa es la docencia, pero sin 
mayores coberturas de calidad y cantidad. 

A pesar de las limitaciones para el estudio dentro del departa­
mento, las anteriores instituciones matriculan 150 alumnos, a los 
cuales debemos sumar 60 estudiantes de educación superior, que 
han logrado desplazarse a Bogotá y Villavicencio principalmente. 

El Departamento del Guainía en la actualidad y para posi; 
bilitar el acceso de sus bachilleres a la educación superior 
solamente tiene un convenio con el lcetex para suministrarles 
rec�rsos que entre otras cosas resultan insuficientes para los 
pocos beneficiados con el plan . 

Por lo anterior, en el estudio del Carpes de la Orinoquia, 
"Plan de Desarrollo Departamental Guainía - Un Reto" se 
propone como solución para la educación superior: -. Proyecto 
Construcción y Dotación de la Universidad de la Frontera 
Colombiana. - Proyecto Crédito Educativo para el Fomento de 
la Educación Superior. -. Proyecto Formación de Docentes 
Universitarios y Creación de Plazas Docentes para la Atención 
del Nivel Universitario. (Pág. 123). 

En el Vaupés, el SENA y la ESAP prestan el servicio de 
educación tecnológica, esta última empezó labores en 1992, con 
un programa a distancia sobreAd.min.istración. Muni�}pal, igua!­
mente existe un colegio de bach11lerato de onentac1on pedago­
gica y otro de vocación comercial. No encontramos propuestas 
ni proyectos específicos para la implementación de la educación 
superior en este departamento. 

En cuanto al Departamento del Guaviare, el estudio Carpes 
de la Orinoquia para el mismo, propone: Definición d� progra­
mas educativos universitarios que garanticen la formación de un 
recurso humano profesional para dinamizar el desarrollo del 
departamento. Creación de un Centro de Educación Superior, 
con énfasis en la educación abierta y a distancia. Creación de la 
Universidad Ecológica del Guaviare. (Pág. 140). 

Como se observa son variados los ptoyectos encaminados a 
llevar la educación superior a nuestra región, en el aparte 
pertinente ya veremos otros esfuerzo� _encamin�dos a un�r a 
Colombia en este aspecto de la educac10n en el mvel superior. 

Y ya hemos visto como el marco jurídico ha cambiado con 
la Constitución de 1991. · 

11.2 Voluntad po
-
lítica del Gobierno Nacional. 

Siendo además .el mis¡¡'.¡o Presidente Samper quien en su 
obra "El Salto Social", página 85, acepta las deficiencias en 
calidad, cobertura y equidad de la educación superior, pues 
señala la cobertura en. solo un 11.5% y fija e·n un 83% la 
matrícula correspondiente a un 40% de la población con mayo­
r¡;:s ingresos. 

Con lo anterior podemos deducir que la educación superior 
en Colombia es de muy baja cobertura y generalmente solo llega 
a la élite social de mayores recursos. Nuestra propuesta, enton­
ces se encamina a morigerar los anteriores defectos, en buena 
parte de nuestro territorio nacional, así como a dar voz de aliento 
para todos aquellos que en buena hora han demostrado.preocu­
pación en referencia con esta problemática. 

II.3 La Universidad Pedagógica Nacional. 
11.3.1 Reseña Histórica de la Universidad Pedagógica Na­

cional. 
11.3.l.l. Antecedentes. 
*1886. El 7 de agosto de 1886 el General Jos.é María Campo 

Serrano sancionó.la Constitución que serviría como Ley Funda­
mental de Colombia por 105 años y en cuyo Título III referente 
a los derechos civiles y las garantías sociales fueron consagrados 
los principios de gratuidad y no obligatoriedad de la instrucción 
primaria. 

Reformas constitucionales posteriores agregaron principios 
como el de libertad de enseñanza y la supervisión e inspección 
estatal de la misma, así mismo, la primaria se hizo obligatoria. 

*1890. Se expide la Ley 122, en la cual se autoriza al 
Gobierno para traer d.e Europa o los Estados Unidos pro�esores 
y pedagogos a fin de que en las Escuelas Normales �Jetaran 
lecciones prácticas sobre métodos modernos de en��nanza Y 
sobre organización de escuelas, declarando de atenc1on prefe­
rente la reglamentación y m u!tiplicación de las Escuelas Norma­
les. 

*1893. Se desarrolla, por el "PlanZerda", la Ley 89de �892, 
organizativa de la instrucción pública, para lo cual �� exp;d� el 
Decreto 429 sobre "Organización de la lnstrucc10n Publica 
Primaria y Reglamento de las Escuelas Normales':, . norma 
·ambiciosa para Ja época, pues se exige como prerrequ1s1to para 
ejercer la docencia, haber aprobado estudios de por lo menos 
cinco años posteriores a la primaria. 

*1903. El doctor Antonio José Uribe, Ministro de Instruc­
ción del Presidente José Manuel Marroquín, presenta al Con­
greso, el proyecto convertido en Ley 39 del.mi��º año, en cuyo 
texto fueron consagrados Jos siguientes prmc1p1os: 

a) División de la educación en primaria, secundaria, indus­
trial y profesional; 
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b) Ratificación de la gratuidad en la instrucción primaria; 
e) Distribución de responsabilidades entre la Nación y los 

departamentos en cuanto al cubrimiento de los costos de la 
instrucción industrial, secundaria y profesional; 

d) Creación de Escuelas Normales en las capitales de los 
departamentos; 

e) Se.origina la formación de los maestros para las escuelas 
normales, encargando a la Escuela Normal de Cundinamarca 
para dictar las enseñanzas necesarias para la formación de 
maestros hábiles para las escuelas normales de los otros depar­
tamentos, por Jo cual se puede afirmar que desde 1903 s� inició 
la reglamentación y jerarquización de la carrera profesional. . 

·*1904. El Decreto 491, reglamentario de la Ley 39, en 181 
artículos describió detalladamente las normas operativas de los 
distintos niveles de educación y desde las atribuciones del 
Ministro del ramo hasta la catequización de indígenas, consa­
grando principios discriminatorios ¡;orno el de hacer difer�ncia 
entre la educación urbana y rural. Tres son sus consagrac10nes 
más importantes: 

a) Clasificación del personal de la instrucción _rública �n dos 
grupos; el personal administrativo y el docente, :n el primero 
situó al Ministro y su pers,onal subalterno, as1 como a los 
empleados de las secretarías departament�!es de inst:u.cción 
pública y como docentes señaló a los su�enores, .c�tedraticos y 
maestros de los varios ramos de Ja ensenanza of1c1a!; 

b) Obligatoriedad del título para ejercer el magisterio, 
puesto que los nombramientos de maestros e� las escu�las 
primarias deberían recaer sobre personas que hubiesen obtemdo 
el respectivo título en las escuelas normales; 

e) Creación de escuelas primarias anexas a cada escuela 
normal. 

*1916. Liceos Pedagógicos para incrementar el nivel de 
calidad del magisterio, pues en ellos se dictarían cursos mensua­
les obligatorios, para los maestros de primaria, conforme a lo 
establecido por Ley 62 de este mismo año. 

*1917. Se dicta la Ley 25 sobre Institutos Pedagógicos. Era 
el Gobierno de José Vicente Concha, siendo MinistrodeJ_�struc-
ción Emilio Ferro, quienes se preocuparon de los siguiences --. _____ _ 
importantes aspectos: 

a) Origen de los Institutos Pedagógic�s, �r�ándose-un� p�ra 
institutoras y otro para institutores en la Cap1tal'de la Republica 
y con el fin de preparar a maestros y maestras de escuelas 
inferior, superior y normal, así como profesores aptos para la 
enseñanza didáctica y para la Dirección e Inspección de la 
enseñanza pública nacional; 

b) Formación de profesoras para ·kínder, en .el Instituto 
Pedagógico Femenino, se prepararían maestras para kindergarten; 

e) El Gobierno podr�a fusionar o �uprimir las �nt.iguas 
Escuelas Normales existentes en la Capital de la Repubhca. 

*1927. Solamente diez años después de la Ley 25, se le da 
cumplimiento mediante la inauguración del�n�tituto_1:edagógi­
co Nacional para Institutofas, era la admm1strac1on de don 
Miguel Abadía Méndez, para regentar el lnsti�.t? se nombra a 
la doctora Franziska Radker, cabeza de una m1s10n al<?mana de 
profesores especializados en peda-gogía. El objetivo de� lnstitutó 
fue el de preparar maestros idóneos en los t.res mveles de 
enseñanza de jardín infantil, elemental.Y normalista . Desde e.s,te 
año el Ministerio se empezó a denommar como de Educac10n 
Nacional. 

*1929. Inicia labores la primera escuela anexa. 
*1933. Se inicia la Escuela Montessori para la preparación 

de maestras especializadas en Jardines Infantiles. 
*1934. Se crea el Jardín Infantil como parte integrante del 

Instituto Pedagógico. 
11.3.l.2 Conformación. 
*1928. Reorganización de la Normal de Varones de Tunja, 

es preciso retrotraernos en el tiempo, a fin de dejar consta�cia 
de los esfuerzos a nivel regional y sobre este campo educativo. 
En 1926 el Gobierno de Boyacá contrató los servicios del 
profesor �lemán Julius Sieber para reorganizar la muy antigua 
Normal de Varones, en·1928, por iniciativa del citado profesor 
se inician en dicha normal cursos experimentales tendientes a 
especializar profesores en las áreas de física y química. 

*1932. Fundación de Ja Facultad de Educación, el 7 de 
enero de 1932 por Decreto 10 se dispone crear en la Capital de 
la República, la Facultad de Educación ¡:iara implementar cursos 
superiores para profesores d.e escuelas .normales; y el Decreto 
1487 dispuso que los bachilleres aspirantes a la .�arrera del 
magisterio, debían ingresar a la Facultad de Educac10n y cursar 
dos años para maestros de escuela primaria y ".uatro años para 
ejercer el magisterio de segunda enseñanza, con lo cual se da 
origen a la posterior licenciatura. 

*1933. Se dicta el Decreto 301 del 13 de febrero de 1933 por 
el cual se reglamenta orgánicamente la �cuela N�rm�l de . lnstitutores de Tunja, confiriéndole a la misma atribuc10nes · 
similares a las dadas en el año anterior a la Facultad de 
Educación de Bogotá. 

El Decreto 1990 de 1933 organiza la Facultad de Ciencias 
de Ja Educación de Bogotá la cual entraba a formar parte de la 
Universidad Nacional y cuyos objetivos fueron los de preparar 

,., 
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profesorado especializado para la enseñanza de las diferentes 
materias, preparar inspectores escolares e investigar sobre 
cuestiones educativas para detectar y definir los problemas que 
afectasen los destinos históricos del pueblo colombiano. Se 
proyectó iniciar labores con las siguientes secciones de estudio: · 
Pedagogía, Ciencias Históricas y Geográficas; Ciencias 
Fisicoquímicas; Biología, Filosofía y Letras, Matemáticas e 
Idiomas. Los estudios en cada una de las "Escuelas de E5pecia­
lización" serían de tres años y el Título obtenido sería el de 
Licenciado en Ciencias dela Educación, con la especificación de 
la especialidad. 

Así mismo la Facultad de Cienc:ias de la J;:ducación, quedó 
autorizada para otorgar el Título de doctor en Ciencias de la 
Educación, · para los licenciados que hubiesen practicado la 
docencia por dos años en escuelas normales o institutos de 
secundaria, con la inspección inmediata de la Facultad y presen­
taran un estudio serio y personal de tesis, el cual debían 
sustentar satisfactoriamente en examen de grado. 

. *1934. Se crea la Facultad de Ciencias de la Educación para 
hombres en la ciudad de Tunja. 

*1935. Integración de las Facultades de Ciencias de la 
Educación. Con la Presidencia del doctor Alfonso López 
Pumarejo, la política gubernamental sobre educación se orienta 
por rumbos diferentes. El Decreto 1917 de 1935 ordenó que a 
partirdel 1 º de enero de 1936, solamente existiría la Facultad de 
Ciencias de la Educación de Bogotá. Los estudiantes de la 
Facultad de Ciencias de la Educación de Tunja y del Instituto 
Pedagógico Nacional para Señoritas podrían pasara la Facultad 
de Ciencias de la Educación de Bogotá. 

*1936. La Universidad Nacional de Colombia inició labores 
en 1936 con base en la Ley 68 del 7 de diciembre de 1935, la cual 
en su artículo 2º ratificó la dependencia de la Facultad de 
Ciencias de la Educación a la Universidad Nacional. 

Sin embargo lo anterior, en ese mismo año se dicta la Ley 39, 
la cual crea en el Ministerio de Educación la Sección de Publicacio­
nes, se autoriza al Gobierno para el envío de profesores universita­
rios al exterior y para reorganizar el personal del Ministerio; 
-igualmente se ordena que la Facultad de Ciencias de la Educación 
continúe funcionando con el nombre deEscuelaNormal Superior, 
bajo la dirección inmediata del Gobierno y con independencia de la 
Universidad Nacional. 

*1938. El Decreto 1218 fijó un nuevo pénsum para la 
Escuela Normal Superior, anexándole además el Instituto 
Etnológico Nacional, la Sección de Educación Física y la 
Escuela de Altos Estudios Sociales. 

La Escuela Normal Superior, laboró como institución autó­
noma por el lapso de 6 años, comprendidos entre 1936 y 1941. 

*1941. El Decreto 1168 dispuso que. la Escuela Normal 
Superior, funcionaría en adelante como una dependencia de Ja 
Sección de Enseñanza Secundaria del MinisteriQ de Educación 
Nacional. 

El mismo decreto amplió los objetivos de la Normal, asig- . 
nándole tareas de colaboración con el Ministerio en el estudio 
de planes, programas, métodos, organización e inspección de la 
enseñanza secundaria; preparación de textos para el bachillera­
to y organización de cursos de vacaciones o complementarios 
para el profesorado de secundar_ia. 

*1948. El Decreto 30 se ocupó de la clasificación, sueldos 
y carga académica de los profesores de la Escuela Normal 
Superior y el Decreto 2633 dispuso contratar profesores extran­
jeros para la mencionada institución. , 

*1949. El Decreto 163 reforma los estatutos de la Escuela 
Normal Superior vigentes desde 1933 (Decreto 1990), en el 
sentido de dar a los títulos otorgados el carácter de Licenciado, 
pero no en la ciencia de la educación sino en la n;:spectiva 
modalidad cursada. Dichas especialidades eran seis: Filología e 
Idiomas, Ciencias Biológicas y Química, Ciencias Sociales y 
Económicas, Matemáticas y Física, Ciencias de la Educación y 
Educación Física. 

*1951. El Decreto 192cambió el nombre de Escuela Normal 
Superior por el de Escuela Normal Universitaria y las E5cuelas 
Normales Regulares Nacionales, se llamarían Escuelas Norma­
les Superiores. El Decreto 1215 del mismo año hizo depender la 
institución de la Secretaría General del Ministerio de Educación 
Nacional. El Decreto 1955 de 1951, dividió la Escuela Normal 
Universitaria en dos secciones, femenina y masculina. 

*1952. En la búsqueda de documentos relativos a los· 
antecedentes legislativos de la UniversidadPedagógicaNacio­
nal, encontramos por primera vez y como oficialización del 
carácter de institución femenina la Resolución Ministerial 3383 
de 1952, en la cual se le denomina ·como Escuela Normal 
Universitaria F eme11ina. 

*1953. Universidad Pedagógica de Colombia. Por Decreto 
2655 del P�esidente General Gustavo Rojas Pinilla, se crea la 
Universidad Pedagógica de Colombia con sede en Tunja. 

En el mismo decreto se establece: 
a) La. incqrporación de la Escuela Normal Universitaria 

Femenina a la Universidad Pedagógica el.e Colombia; 
b) Se incorporan a la Universidad Pedagógica de Colombia 

las Facultades, Institutos, y demás dependencias integrantes de 
las Escuelas Normales Superiores Universitarias de Tunja y 
Bogotá; 
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c) El patrimonio de la Universidad Pedagógica fle Colombia 
quedó constituido por todos los bienes muebles e inmuebles que 
pertenecían a las Escuelas Normales Superiores Universitarias 
de Tunja y Bogotá; 

d) Las partidas destinadas al sostenimiento de las Escuelas 
·Normales Superiores Universitarias y las de sus dependencia·s, 
tal es el Instituto Pedagógico Nacional de Bogotá, sus Escuelas 
Anexas, la Escuela Normal Regular de Varones de Tunja, su 
Escuela Anexa y al Colegio de Secundario Anexo a la Normal 
Un·iversitaria de Tunja, pasarían a la Universidad Pedagógica de 
Colombia·. 

Esta integración fracasó totalmente. 
*1954. Nuevamente se separa la Sección Femenina de la 

Universidad Pedagógica Nacional, por Decreto 547 de este año. 
Por Decreto 1423 de 1954 se crean los organismos directivos 

para la Universidad Pedagógica de Colombia. 
11.3.1.3 Desarrollo lnstituciónal. 
*1955. Por Decreto0197 se crea la U11iversidadPedagógica 

Nacional Femenina. 
*1962. Por Decreto 2188 de 2 de agosto de 1962 se cambia 

la denominación de UniversidadPedagógicaNacionalFeme11i­
na a Universidad Pedagógica Nac_ional. Bogotá. 

En el mismo decreto se ordena la adscripción a la Universi-
dad de los siguientes Institutos: , 

- Cursos intensivos de bachilleres, con duración de un año 
y para seguir la carrera del Magisterio. 

- Instituto Nacional de Capacitación y Perfeccionamiento 
del Magisterio de Ensefianza Primaria en Servicio (Incadelma), 
antes dependiente del Ministerio· de Educación. 

-Escuela Nacional de Educación Física (creada por Decreto 
1052 de 1952) dependiente del Ministerio de Educación Nacio­
nal cuya estructura había sido modificada por Decretos 221 del 
54 y 1013 del 59. Al integrarse a la Universidad, se le dio el 
nombre de Facultad. 

. *1963. Se crean las Facultades Nocturnas y se fundan, el 
Instituto de Investigaciones Pedagógicas creado en 1962, hoy 
Centro de Investigación, el Laboratorio Psicopedagógico, el 
Departamento de Bienestar Estudiantil y la Sección de Biblio­
teca. 

*1965. Se crea el Fondo de Publicaciones. 
En adelante y hasta la fecha la Universidad ha tenido varios 

Estatutos y Reglamentos. 
Hoy tiene la siguiente �structura académico-administrativa: 
- Consejo Superior. 
- El Rector. 
- Consejo Acadéipico. 
- Vicerrectoría Académica. 
- Yicerrectoría Administrativa. 
- Secretaría General. 
Cuenta la Universidad con tres Facultades a saber: 
- FACULTAD DE ARTES Y HUMANIDADES 
Constante de tres departamentos: 
- Departamento de Bellas Artes. 
- Departamento de Ciencias Sociales . . 
- Departamento de Lenguas. 
- FACULTAD DE EDUCACION . 
Con dos departamentos: 
- Departamento de Psicopedagogía. 
- Departamento de Posgrado. 
- FACULTAD DE CIENCIA Y TECNOLOGIA 
Consta de cuatro departamentos: 
- Departamento de Educación Física. 
- Departamento de Física. 
- Departamento de Matemáticas. 
- Departamento de Tecnología. 
Existen dos Institutos: 
- Instituto Pedagógico Nacional . 
- Instituto de Educación Permanente. 
Cuatro Centros: 
- CIDUP - Centro de Informática de la Universidad Pedagó­

gica Nacional. 
- CIUP - Centro de Investigaciones de Ja Universidad 

Pedagógica Nacional. 

les. 

- CDT - Centro de Traducción. 
- CEDECS - Centro de D,ocumentación en Ciencias Socia-

Cinco Laboratorios: 
- Bioclínico. 
- De Control de Calidad y Ensayos. 
- De Geografía. 
- Herbario. 
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- Químico. 
Una División de Biblioteca y Recursos Educativos, organi-

zada en la siguiente forma: 
- Sección de Recursos Bibliográficos. 
- Hemeroteca. 
- La Biblioteca - Nodo Especializada en Educación. 
- Sección de Recursos Audiovisuales y Publicaciones. 
Y se prestan los siguientes Servicios Universitarios: 
- Servicio de Salud. 
- Médico. 
- Odontológico. 

· - Psicológico. 
- Deportes y R�creación. 
- Servicios E�tudiantiles. 
- Extensión Cultural. 
- Servicios Religiosos. 
-· Restaurante y Cafetería. 
11.3.2 Marco de Referencia Legal de la Universidad Nacio­

nal. 
La Universidad Pedagógica Nacional tiene como marco 

legal de funciones y objetivo, el descrito en el artículo 1 º de esta 
ley, con la modificación propuesta, inclusive sin ella, su original 
objetivo le permitiría crear la Sede propuesta y en general 
extenderse por todo el territorio nacional, sin embargo se ha 
querido precisar y aclarar la finalidad de la Entidad para 
despejar cualquier duda sobre el particular. 

IIL BASES REALES: POLITICAS, ECONOMICAS Y 
SOCIALES. 

111.1 Area Geográfica y Económica de Influencia. 
La Sede Puerto Carreño de la Universidad Pedagógica 

Nacional, tiene incidencia directa en todo el Nororiente Colom­
biano, y se constituye en opción de integración nacional en 
cuanto a ciencia educativa, siendo así mismo decidido factor de . 
integración científica y cultural con Venezuela y Brasil·. 

Es la apertura al pensamiento, a la tolerancia, a la participa­
ción en la solución de problemas tanto regionales como naciona­
les, al pluralismo ideológico y a la integración latinoamericana. 

Se beneficiaría, por tanto, el desarrollo económico de la 
región, con el aprovechamiento sostenido y técnico de sus 
recursos naturales y la preservación del medio ambiente 
ecológico. 

IIL2 Areas política y social. 
La presencia, autoridad y acción del Estado, Constitucional­

mente abarca la integridad del territorio nacional. 
La Universidad Pedagógica Nacional, tal como lo hemos 

visto, cubre igualmente el territorio de Colombia. 
Hasta el momento la educación superior solamente brilla en 

las ciudades céntricas del país. 
Contra el mandamiento de la ley de leyes, el aislamiento 

cultural y científico de la Orinoquia,. es total, causando 
inexcusable -atraso en el desarrollo social de sus gentes y 
consiguientemente aislamiento o distanciamiento en relación 
con la población restante del país. 

V. RESUMEN. 
· En síntesis, la propuesta contenida en este proyecto de ley, 

se basa en Jos siguientes argumentos: 
- La carencia total de educación superior en la Orinoquia, 

con sus secuelas de impreparación de sus gentes, su aislamiento 
y desarticulación con el resto del país. 

- El derecho de todos los habitantes de Colombia a la 
educación en todos sus niveles. 

- La descentralización administrativa que implica prepara­
ción de las gentes de cada ente territorial, para regir y orientar 
sus propios destinos. 

- El marco jurídico de Ja Universidad Pedagógica Nacional, 
lo cual implica que sea nacional no solo por su nombre o por ser 
de la Nación, sino que debe serlo para toda la Nación, tal como 
Jo hemos añalizado. 

- El futuro histórico de Ja Universidad Pedagógica Nacional, 
a la cual ya vemos extendida a otras Sedes diferentes a Bogotá 
y a Ja aquí propuesta. 

- La unidad de propósito lograda con una Sede de la 
Universidad Pedagógica Nacional, Jo cual no ocurriría, si 
facilísticamente se propusiera Ja creación de una nueva Univer­
sidad. 

- La razón de Soberanía Nacional en la Frontera. 
- La U ni dad de la Nación a través de sus más altas expresio­

nes humanas, el conocimiento, la ciencia, Ja investigación, Ja 
tecnología, el arte y la cultura. 

Con las anteriores consideraciones dejo a su consideración, 
honorables Senadores y Representantes, este proyecto de ley. 

Franklin Segundo García Rodríguez. 
Representante a la Cámara, Departamento del Vichada. 
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CAMARA DE REPRESE�TANIES 
SECRETARIA GENERAL 
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Misión La Pascua, San Teodoro, Santa Cecilia, Matiyure, El 
Carajo, La Esmeralda, El Ceja], Guérima, Chupave, San José 
de Ocuné, Guaco, Siare, Pueblo Nuevo y Marandúa, en el 
Departamento del Vichada. 

A fin de facilitar el cumplimiento de los mencionados 
mandatos, se autoriza al Gobierno Nacional, otorgándole un 

Diego Vivas Tafur, rérmino perentorio, para efectuar los estudios y proyectos res­
Secretario General pectivos, las operaciones presupuestales que llegaren a ser 

necesarias; así como para celebrar los contra tosa los cuales haya 
lugar. 

El día 22 de marz() de 1995, ha sido presentado en este 
Despacho, el Proyecto de ley número 182 de 1995, con su 
correspondiente exposición de motivos, por el honorable Repre­
sentante Franklin Segundo Garcí�. 

* * * 

PROYECTO DE LEY NUMERO 183/95-CAMARA. . Es esta una esencial obra de ·infraestructura p�ra la presta-
por la cual se ordena al Gobierno Naciona¿ asumir la . · . �ió? de l�s s_ervicios públicos do�ic!liarios, 

-
�n la con�iguiente 

financiación y prestación de los servicios_ públicos domicilia- mc1de�crn en el des�rrollo econ?m1��· poh!Jco y soc1�l de las 
rios de agua potable, alcantarillado, energía eléctrica y. comumdades del V 1�hada, el eJe.rc1c1? .. de la soberama en la 
comunicaciones telefónicas de los Mtpiicipios de Puerto fi:ontera y·la presencrn del Estado en s1t10s donde parece estar 

Ca"eño, La Primavera y Santa Rosalía y en Jos as':ntamientos siendo suplantado. 
humanos de El Viento, Tres Matas, La Catorce, Misión Santa · A éontinuación, expo11go a �stedes, los motivos tenidos_ en 
Teresita, Cum,aribo, Palmarito, Chapa"ª� SallÍaR�a, P�erto cuenta para la pr_esentación de esta propuesta legislativa: 
Nariñ'!, Garcitas, La Tf11!1bbra, Mataven, J\tn�naven, Gu�ipa,_ l. Bases co�stitucionales 
�a Hormiga, Guacamaya, _Casuarito, Aceitico,'La Venturosa, 

Puerto Murillo, _NuevaAntioquia, Sqnta Bárbara· de Agua_ · 
Verde, Guacacías, MisiónLa Pascua, San Teüdoro, Santa 

Cecilia, Matiyur"e, El Car:ajo, La Esmeralda, El Ceja� . 
Guérima, Chupave, San José de Ocuné, Guaco,"Siare;Pueblo . · . 
· J{uevo, Sunape, Guanape, y Maran'dúa, en el Departamento 

· 

del Vichada, así como los demás caseríos indígenas del misnio 
departamento. 

· . 

El C'..ongreso de Colombia, · 
DECRETA: · '  

Artículo lº. Se ordena al Gobierno ·Nacional, asumir la 
financiación y prestación de los servicios.públicos domiciliarios 
de agua potable, alcantarillado, energía eléctrica y comunicacio­
nes telefónicas de los Muñicipios de Puerto Carreño, La Prima- · 
vera y Santa Rosalía y en los asentamientos humanos de El 
Viento, Tres Matas, · La Catorce, Misión Santa Teresita, 
Cumaribo, Palmarito, Chaparral, Santa Rita, Puerto Nariño, 
Garcitas, La Tambora, Mataven, Amanaven, Guásipa, La Hor­
miga, Guacamaya, Casuarito, Aceitico, La Venturosa, Puerto 
Murillo, Nueva Antioquia, Santa Bárbara de Agua Verde, 
Guacacías, Misión La Pascua, San Teodoro; Santa Cecilia, 
Matiyure, El Carajo, La Esmeralda, El Ceja], Guérima, Chupave, 
San José de Ocuné, Guaco, Siare, Pueblo Nuevo, Sunape, 
Guanape, y Marandúa, en el Departamento d�l Vichada, así 
como los demás caseríos indígenas del m!smo departamento. 

Artículo 2º El Gobierno Nacional, para el año 1988 ya 
deberá estar prestando los anteriores servicios públicos domici­
liarios por lo menos en los tres municipios de los cuales trata. el 
anterior artículo primero de esta ley; para 1999 deberán estar 
funcioqando los mismos servicios en por lo menos cinco de los 
corregimientos y asentamientos citados en la misma norma y así 
sucesivamente año poraño, hasta completar la cobertura total en 
el año 2004. 

Artículo 3º Autorízase al Gobierno Nacional para efectuar 
las operaciones presupuestales que llegaren a ser necesarias 
para el cumplimiento de lo ordenado en los artículos preceden­
tes; así como para dar aplicación al numeral 5º del artículo 14 del 
Decreto 2626 de 1994. 

Las operaciones presupuestales de las cuales trata el inciso 
anterior, a partir de la vigencia fiscal de 1996 y hasta la vigencia 
fiscal del año 2003 y con el fin de garantizar la financiación de 
los estudios y proyectos respectivos, así como la terminación 
total de las infraestructuras necesarias y la puesta en marcha de 
la prestación de los mencionados servicios. 

Queda igualmente facultado el Gobierno Nacional, hasta el 
31 de diciembre del año 2003 para celebrar los contratos 
necesarios para el cabal cumplimiento de esta ley. 

Artículo 4º El Congreso de la República por intermedio de 
las Mesas Directivas de las Comisiones Sexta de Senado y 
Cámara, ejercerá el control político ante el Gobierno Nacional 
para el cumplimiento de lo establecido en la presente ley. 

Artículo 5º La presente ley rige desde la fecha de su 
promulgación. 

De los honorables Representantes, 
Franklin Segundo.García Rodríguez, 

Representante a la Cámara 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
Honorables Senadores y Representantes: 
Autorizado por los artítulos constitucionales 114, 150, 

inciso inicial y 154, me permito presentar ante el honorable 
Congreso de la República, este Proyecto de ley encaminado a 
ordenar al Gobierno Nacional, asumir la fiqanciación y presta­
ción de los servicios públicos domiciliarios de agua potable, 
alcantarillado, energía eléctrica y comunicaciones telefónicas 
de los Municipios de Puerto Carreño, La Primavera y Santa 
Rosal.fa y en los asentamientos humanos de El Viento, Tres 
Matas, La Catorce, Misión Santa Teresita, Cumaribo, Palmarito, 
Chaparral, Santa Rita, Puerto Nariño, Garcitas, Internado del 
PadreN icoló, Casuarito, Aceitico, La Venturosa, Puerto Murillo, 
Nueva Antioquia, Santa Bárbara de Agua Verde, Guacacías, 

1.1 Bases constitucionales p�rá la presentación de prQyectós 
de ley que i!llpliquen gasto públicp. 

I.1.1 Base,s éonstitucionales no�ativas de iniciativa Iegís� 
lativa de los miembros del Congreso en cuanto proyectos de ley 
ordenadoras·de gasto público. 

En primer lugar son bases constitucionales normativas d� 
este Proyecto de ley, la facultad de iniciativa otorgada a los 
Congresistas por el artículo 114 de la Constitución Pplfüca de 
1991 : . 

"'Corresponde al Congreso de la República reformar la 
Constitución, hacer las leyes .. .  

. . .  El congreso de la República, estará integrado pór el 
Senado y la Cámara de Representantes. " 

Por otra parte el artículo 150 de la misma Carta; prescribe: 
"Corresponde al Congreso hacer las leyes . . .  " 
Y el artículo 154 constitucional, en cuanto al origen de las 

leyes establece: 
"Las leyes podrán tener origen en cualquiera de las Cáma­

ras a propuesta de sus respectivos miembros, del Gobierno 
Nacional las entidades se1íaladas en el artículo 156 (Corte 
Constituciona¿ Consejo Superior de la Judicatura, Corte 
Suprema de Justicia, Consejo de Estado, Consejo Nacional 
Electoral Procurador General de la Nación, Contralor Gene­
ral de la República, en materias relacionadas con sus fundo­
nes), o por iniciativa popular en los casos previstos en la 
constitución. " 

Limitaciones a la iniciativa legislativa 
Sin embargo lo anterior, esta misma.norma en su inciso 

segundo, limita la iniciativa legjslativa en ciertas materias, pues 
le atribuye solamente al Gobierno, la presentación de leye,s que 
versen sobre las siguientes materias. 

A Determinar la estructura de la administración nacional y 
dentro de ello: 

A.a) Crear, suprimir o fusionar Ministerios y en general 
entidades estatales del orden nacional, señalando sus objetivos 
y estructura orgánica. 

A.b) Reglamentar la creación y funcionamiento de las 
Corporaciones Autónomas Regionales. 

A.e) Crear y autorizar la constitución de empresas industria­
les y comerciales del Estado y Sociedad de economía mixta 
(Numeral 7º art..150 Constitución Política). 

B. Autorizar al Gobierno para celebrar contratos, negociar 
empréstitos y enajenar bienes nacionales (Numeral 9 art. 150 
Constitución P�lítica). 

C. Establecer las rentas nacionales y fijar Íos gastos. de la 
administración ·(Numeral Ü art. 150 Constitución Política). 

. D. Leyes Relacionadas con el J3anco de la República y fas. 
funciones de su Junta Directiva (Numeral 22 ar!. 150 Constitu­
ción Política). 

E. Leyes generales en las cuales se señalen los objetivos y 
criterios de sujeción para el Gobierno y con relación a los 
siguientes efectos: 

E.a) Organizar el Crédito Público (literal a) numeral 19 ar!. 
150. Constitución Política). 

E.b) Regular el Comercio Exterior (literal b) numeral 19 ar!. 
150 Constitución Política). 

E.e) Fijar el régimen salarial y prestacional delos servidores. 
públicos (literal e) numeral 19 art. 150. Constitución Política). 

F. Leyes que ordenen participaciones o transferencias de las 
rentas nacionales (art. 154 inciso 2º. Constitución Política). 

G. Leyes que autoricen aportes o suscripciones del Estado en 
empresas industriales o comerciales (art. 154 inciso2ºConstitu­
ción Política. 

H. Leyes que decreten exencio�es de impuestos, contribu­
ciones o tasas nacionales. 

Con fundamento en estas limitaciones, el Gobierno Nacio­
nal argumentó la carencia de iniciativa parlamentaria para los 
proyectos de ley implicativos de gasto público. 

Pero el asunto ya fue aclarado por la Corte Constitucional y 
la doctrina, tal como se verá en los acápites siguientes; motivo 
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. por el cual nos encontramos validados para efectuar esta pro­
puesta. 

1 .1 .2 Bases constitucionalesjurisprudenciales de inicia­
tiva legislativa de los miembros del Congreso en cuanto a 
proyectos de ley ordenadoras de gasto. 

Sobre la iniciativa parlamentaria en cuanto a leyes que 
impliquen gasto público, la Sala Plena de la honorable Corte 
Constitucional, en Sentencia C-490/94, proferida dentro del. 
expediente O.P. 004; Objeciones Presidenciales al Proyecto de . 
ley núm.ero 48/93�Cámara; 154/93-Senado "por la cual se 
introducen algunas modificaciones a la Ley 38 de 1989, Orgá­
nica del Presupuesto", con ponencia del honorable Magistrado 
dm;:tor Eduardo Cifuentes Muñoz, la Corporación dijo: 

«l. La disposición del segundo inciso del artículo 18 del 
proyecto objetado, no afecta las funciones gubernamentales de 
coordinar las finanzas públicas y conservar la disciplina fiscal; 
independientemente de que se reconozca al Congreso iniciativa 
legislativa para presentar proyectos de ley que involucren gasto . 
público, éste "no podrá aumentár ninguna de las partidas del. -
présupu<?Sto de gastos propuestas por el Gobierno; ni incluir una 
nueva, sino ·éon la aceptación del Ministro del ramo" (C.P'. ·art. 
35.1). 

. 

Dado que estffe pr;ohibido hacer erogación con cargo al Tesoro 
que no sehaile incluida en el presupues�o de gastos (C.P. art. 343) 
y que �te lo propone el Gobierno, no' pudiendo aumentarae partida' 
alguna sin su anuencia, admitir la libre iniciativa legisfativa del 
Congreso para presentar proyectos de foy---con la salvedad del que 
establece las rentas nacionale5y fija los gastos de la administración 
y de los demás a que alude el artículo 154 de la C.P.-, así 
representen gasto público, no causa detrimento a las tareas de 
coordinación financiera y disciplina fiscal a cargo del Gobierno. 

. 2.:El presupuesto estima los ingresos fiscales y autoriza los 
gastos, no los crea. Las partidas de gasto que se incorporan al 
presupuesto corresponden a los gastos públicos decretados por 
el Congreso en virtud de leyes anteriores a la que lo adopta. En 
la ley de apropiaciones se "fijan" los gastos de la administración 
(C.P. art. 150-11 ), con base en las leyes precedentes que los han 
decretado. 

No se discute con respecto de la ley de presupuesto, la 
Constitución reserva al Gobierno la iniciativa exclusiva para 
presentarla (C.P. ar!. 154) y la atribución de aceptar o rehusar 
modificaciones a _sus propuestas de gastos y a su estimativo de 
rentas (C.P. arts. 349 y 351). Ajuicio del Gobierno, la anterior 
reserva se extiende inclusive a las leyes "que sirven de soporte 
al Ejecutivo para incluir gastos en el presupuesto general de.Ja 
Nación, ésto es, cobija todas las leyes anteriores que decretan 
gasto público" .  . 

3. El principio general predicable del Congreso y de sus 
miembros en materia legislativa no puede ser otro que el de la 
libertad. A voces del artículo 154 de la C.P. "las leyes pueden 
tener origen en cualquiera de las Cámaras a propuesta de sus 
respectivos miembros, del Gobierno Nacional, de las entidades 
señaladas en el artículo 146, o por iniciativa popular en los casos 
previstos en la Constitución". 

Por vía excepcional, la Constitución, en el artículo citado, 
reserva a la iniciativa del Gobierno las leyes a que se refieren los 
numerales3º, 7º, 9º, 1 1  y 22y los literales a), b), y e) del numeral 
19 del artículo 150, así como aquellas que ordenen participacio­
nes en las rentas nacionales o transferencias de las mismas, las 
que autoricen aportes o suscripciones del Estado a las empresas 
industriales o comerciales y las que decreten exenciones de 
impuestos, contribuciones o tasas nacionales. 

Salvo el caso de las especificaciones materias que pueden 
ocuparse las leyes mencionadas, no se descubre en la Constitu­
ción una interdicción general aplicable a la iniciativa de los 
miembros del Congreso para presentar proyectos de ley que 
comporten gasto público. 

En realidad, analizadas en detalle las excepciones, ninguna 
de éstas se traduce en prohibición general para que el Congreso 
pueda por su propia iniciativa dictar leyes que tengan la virtua­
lidad de generar gasto público, lo cual, de otra parte, sólo será 
efectivo cuando y en la medida en que se incorpore la respectiva 
partida en la ley de presupuesto. No obstante, la Corte Subraya 
que las leyes que decreten gasto público, no. pueden por sí 
miSmas ordenar traslados presupuestales para arl;>itrar los res­
pectivos recursos. Tampoco, en concepto de esta Corte, sin que 
se hubiere incorporado la partida necesaria en la Ley de Presu­
puesto, se podría pretender, en.desarrollo del artículo 87 de la 
C.P. exigir el cumplimiento material de la ley aprobada por el 
Congreso que comporte gasto público. 

Las anotadas excepciónes se refieren a las siguientes mate­
rias: Plan Nacional de Desarrollo y de Inversiones Públicas 
(C.P., art. 150-3); estructura de la administración nacional 
(C.P., art. 150-7); autorizaciones al Gobierno para celebrar 
contratos (C.P., art. 150-9); presupuesto general de la Nación 
(C.P., art. 150-11); Banco de la República y su Junta Directiva 
(C.P., ar!. 150-22); normas generales sobre crépito público, 
comercio exterior y r�gimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos, miembros del Congreso y la Fuerza Pública 
(C.P., art. 150-19;literales a), b) y e) ); participación_en las 
rentas nacionales o transferencia de las mismas (C.P., art. 154); 
aportes o suscripciones del Estado a empresas industriales y 

•• 
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comerciales (C.P., art. 154); exenciones de impuestos, c;:ontribu­
ciones o tasas nacionale� (C.P., art. 154). 

Por fuera de las materias indicadas, se impone el principio 
de libertad en punto a la iniciativa legislativa. Las excepciones 
si bien cubren diversas fuentes de gasto público, no agotan el 
universo de situaciones que pueden s�r objeto de ley y que, de 
manera directa o indirecta, pueden eventualmente representar 
gasto público, desde luego si .con ¡:i�st�rioridad se incorpora la . 
partida necesaria en la ley de apropiaciones. 

Podría sostenerse que la función del Congreso de "estable­
cer las rentas nacionales y fijar los gastos de la administración" 
(C.P., art. 150--11), referida a una materia de iniciativa guberna­
mental, comprende toda suerte de leyes que decreten gasto 
público. No obstante, este punto de vista ignora la naturale�a 
especial de la ley general de presupuesto -a la cual se remite 
el citado literal-, cuya función se contrae a estimar para el 
respectivo períodofiscal los ingresos y establece: los �astos_a los 
que se aplicarán todo lo cual presupone la prevrn ex1stenc1a de 
leyes distintas, unas que hayan arbitrado rentas y otras que 
hayan decretado gastos. 

Las excepciones son de interpretación restrictiva, máxime si 
ellas suspenden o limitan el principio democrático de la libre 
iniciativa legislativa; que como tal tiene el carácter de regla 
general. Enº este orden de ideas, la interpretación del Gobierno 
no se compagina con el tenor de la función constitucional 
contenida en el numeral 1 1  del artículo 150 de la Carta, que sólo 
contempla la ley general de presupuesto,, m'.1s no así, las ley�s 
impositivas y las que decretan gasto publico, las cu.ales sm 
embargo sirven de base para que se puedan establecer las :entas 
nacionales y fijar los gastos de la administración. Por lo ex­
puesto, la reserva que existe en materia presupuesta! no puede 
analógicamente extenderse a otras materias, aunque las mismas 
le sirvan de fundamento. 

La interpretación que el Gobierno hace del artículo 150-11, 
de otra parte, conduciría a reservar a la iniciativa del Gobierno 
las leyes que imponen tributos, pues, "establecer las rentas", no 
se limitaría a estimar los ingresos sino que abarcaría el acto de 
su creación, del mismo modo que "fijar los gastos" contendría 
también la acción de crear o decretar los gastos. Si ·se tiene en 
cuenta que la Con;5titución separa cronológica y jurídicamente 
estos dos momentos --<:reación y estimm;:ión de la renta-; -
creación y autorización del gasto--, se _concluye que la tesis 
planteada carece de sustento. 

D�sde otro ángulo no resulta convincente la posiéión del 
Gobierno. Si el artículo 150-11 de la C.P. incluyese tanto la ley 
general de presupuesto como la generalidad de las ley� sobre 
gasto público, no se entiende porqué el artículo 154 de la C.P . 
no se limitó a reservar a la iniciativa del Gobierno las leyes 
derivadas de esa función constitucional y, en cambio, adicional­
mente impuso la reserva para asuntos específicos que claramen­
te involucraban gasto público, como por ejemplo la autorización 
de aportes o suscripciones del Estado a empresas industriales y 
comerciales del Estado. 

Con el objeto de ampliar el alcance del artículo 150-11, de 
la C.P. ,  el Gobierno señala que las leyes que desarrollan este 
precepto son las mismas a que alude el artículo 189-20 de la C.P . 
que confía al Presidente la administración de las rentas y 
caudales públicos y su inversión de acuerdo con las leyes. Es 
evidente que la norma citada se vincula al momento de ejecución 
del presupuesto y que en este sentido la expresión "leyes" 
denota la sujeción al principio de legalidad que, a este respecto, 
comprende tanto la ley ordenadora del gasto, como la presupuesta) 
y la orgánica. De la• necesaria observancia del principio d.e 
legalidad en la fase de ejecución del presupuesto, no se deduce 
que el Congreso carezca, salvo las excepcones que expresamen­
te señala la Constitución, de iniciativa propia para proponer y 
aprobar leyes que impliquen gasto público. 

4. El siguiente aparte del informe-ponencia presentado a la 
Asamblea Nacional Constituyente, ilustra la intención inequí­
voca que animó a este cuerpo de reivindicar para el Congreso la 
iniciativa legislativa en materia de gasto público. La Corte 
considera necesario relievar que la Asamblea ponderó los 
inconvenientes que podrían sobrevenir a raíz de la innovación 
que se proponía, pero estimó que carecían de entidad, pues, en 
todo caso, el gasto decretado por el Congreso no podía gravar el 
Tesoro sino como consecuencia de su posterior incorporación en 
la ley de apropiaciones -sujeta a la iniciativa gubernamental 
tanto para su presentación como para su modificación-y, si se 
tratase de una inversión, ella debía conformarse al plan nacional 
de desarrollo y de inversiones. 

"Alcance de la iniciativa legislativa: 
Aparte del régimen de la titularidad de la iniciativa parla­

mentaria, fa experiencia constitucional de los últimos años 
indica con vigoroso énfasis la urgencia de reformar la definición 
del alcance de esta iniciativa, ésto es, del ámbito en que se· 
despliega. Como es sabido, la disciplina que emergió de la 
reforma de 1968 confieren (sic) un alcance a la iniciativa del 
Gobierno y a la cie los congresistas, a quienes está restringida la 
capacidad de dar impulso a proyectos de ley en ciertas áreas, sin 
que pueda decirse que el criterio de inspira la restricción sea 
infalible o que haya aportado mejoría en el funcionamiento de 
las instituciones. 

· 

Viernes 24 de marzo de 1995 

. 
Se propone modificar sustancialmente lo que dispone el 

artículo 79 de la Carta respecto de la iniciativa en la formulación 
de las leyes, particularmente lo preceptuado en los párrafos e 
incisos 2º y 3º. Hasta el año 1945 los miembro� de las Cámaras 
gozaron de iniciativa para incoarcual�uierpr?�e:to de l�y, pero 
el Acto legislativo número 1 de ese ano mod1f1co el articulo 73 
(hoy 79) en el sentido de reservar para los Ministros . del 
despacho la iniciativa en la presentación d� proyectos contentivos 
de códigos, estatuto del Presupuesto Nac10nal, planes y progra­
mas económicos y división territorial. Luego, la reforma de 1968 
eliminó la restricción respecto de los códigos, pero la acentuó en 
aquellos proyectos que impliquen g�stos del Estado. 

_
Con esas 

limitaciones, en puridad, los congresistas quedaron privados de 
toda iniciativa de proponerreordenamientos jurídicos �e guiado­
res de las actividades del Estado, puesto que no existe acto, 
movimiento u operación de esa entidad que no cause una 
erogación del Tesoro. Y se extremó más todavía al trasl�dar al 
Gobierno la iniciativa de proyectos referentes al nuevo sistema 
de legislación delegada que denominan "leyes marco". Todo 

· este cercenamiento de atribuciones inherentes al Congreso se 
compensó con la habilitación de los vituperados auxilios parla­
mentarios y con la facultad de poner e�enciones personales del 
impuesto sobre la renta y complementarios a Io·cual se agregó 
la obligación de incorporar, sin modificaciones, en el proyecto 
de presupuesto, el que para funcionamiento del Congreso elabo­
ran las mesas directivas. De seguro los historiadores encontra­
rán en estas modificaciones del artículo 79, el origen del 
deterioro en que entró el prestigio .y credibilidad de nuestro 

· Organo Legislativo y que a los Constituyentes de 1991 nos 
corresP!Jnde encontrar innovaciones que lo rescaten. 

Pensamos que es necesario devolver al Congreso la inicia­
tiva en materia de gastos, que no puede confundirse con la 
iniciativa o capacidad de modificar las partidas propuestas por 
el Gobierno en el proyecto de presupuesto. �.on dos figur� 
radiealmente distintas. En la teoría política cuando se enuncia 
y comenta la restriceión de la iniciativa parlamentaria de gastos, 
siempre que se hace refere�cia al presupu�sto, 9ue e� u� �cto 
condición y no a la ley prevrn creadora de s11'�1ac10nes JUnd1cas 
de carácter general. Por lo demás, respecto de la realización o 
desembolso de las inversiones existen dos actos-condiciones: el 
primero, su incorporación a los planes y pro?ramas de ��sarrollo 
económico y social 5 (sic), el segundo su mcorporac1on en los 
rubros de gastos presupuestales; dos instancias. capaces de 
refrenar la demagogia y manirrotismo parlamentarios» (Gaceta 
Constitucional número 67, sábado 4 de mayo de 1991, pág. 5). 

1 .1.3 Bases. constitucionales doctrinarios de .Íhiciativa 
legislativa de los miembros del Congreso en cuanto a proyec-. 
tos de ley ordenador� de gasto. 

Con ocasión de la problemática planteada por el Gobierno 
Nacional, en tomo a la imposibilidad constitucional de inicia­
tiva parlamentaria en las leyes que ordenan o implican gastos o 
erogaciones para el Tesoro Nacional, vista en el anterior nume­
ral, la Cámara de Representantes solicitó el autorizado concepto 
del reconocido hacendista Arturo Ferrer Carrasco, quien absol­
vió la consulta en los términos siguientes: 

"De cualquier manera, el artículo 154 de la Nueva Consti­
tución quedó así: 

"Las leyes pueden tenerorigen en c_palquiera de las Cámaras 
a propuesta de sus rc;:spectivos miembros o en el Gobierno 
Nacional . . .  No obstante sólo podrán ser dictadas o reformadas 
por iniciativa del Gobierno las leyes que ordenen participacio­
nes en las rentas nacionales o transferencias de las mismas, las 
que autoricen aportes o suscripciones del Estado a empresas 
industriales o comerciales". 

Como se ve, el texto de 1991 dejó de mencionar las leyes que 
decreten las inversiones públicas o privadas y las que creen 
servicios a cargo de la Nación o las traspasen a ésta, con lo cual 
devolvió a los miembros del Congreso capacidad para presentar 
proyectos de ley para' esos fines, lo que es igual a haberles 

/restituido la iniciativa en materia del gasto público que la 
reforma constitucional de 1968 les había quitado, salvo median­
te adiciones a los planes y programas de desarrollo económico 
y social y de obras públicas. Frente a esta norma, su compara­
ción con la ·que procedió, la ponencia Y epes Arcila y los 
comentarios de Palacio Rudas, resulta inoficioso y contumaz · 
pretender que la Constitución de 1991 no d�volvió a los Congre­
sis�s iniciativa para presentar proyectos de ley qu� decreten 
gasto público. 

1.1.4 Otra baseconstitucional normativa sobre iniciativa 
legislativa de los miembros d�l Congreso en cuanto a proyec­
tos de ley ordenadoras de gasto. 

En cuanto a la prestación de los Servicios Públicos Domici­
liarios el artículo 367 constitucional remite a la ley la fijación de 
competencias y responsabilidades relativas a la misma. 

Sin que norma alguna estatuya limitáciones a la iniciativa 
legislativa sobre esta clase de n9rmas_. 

1.2 Bases constitucionales para la prestación de los 
servicios públicos domiciliarios. por parte del Estado. 

El preámbulo de nuestra Constitución Política, decretada, 
mencionada y promulgada por el Pueblo de Colombia, mediante 

. sus delega!arios a la Asamblea Constituyente dice c:<)mo ésta se 
dicta, entre otros fines, para "fortalecer la unidad de laNación" 
y: "Garantizar un orden político, económico y social justo". 
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El artículo 2º de la Ley Fundamental, consigna entre otros 
fines esenciales del Estado: 

a) "Servir a la comunidad"; 
b) "Promover la Prosperidad General", y 
c) Asegurar "la vigencia de un orden justo ". 
Según la misma norma, las autoridades d� l? República 

están instituidas para: . . .  "asegurar el c�mplzmzento de los 
deberes sociales del Estado . . .  " 

Concordante con lo anterior el artículo 365 de la Constitu­
ción establece: 

"Los·servici�s públicos son inherentes a la finalidad social 
del Estado. Es deber del Estado asegurar su prestación eficiente 
·a todos los habitantes del territorio nacional". 

Y el artículo 366, corrobora: 
"El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de 

vida de la población son finalidades sociales del Estado . . .  ". 
· Así como el artículo 367 constitucional dice que: 

"La ley fijará las competencias y responsabilidades relativas 
a la prestación de los servicios públicos domiciliarios, su 
cobertura, calidad, y financiación y el régimen tarifario que 
tendrá en cuenta además · de los criterios de costos, los de 
solidaridad y redistribución de ingresos. 

Los servicio� públicos domiciliarios se prestarán. directa­
mente por cada municipio cuando las características técnicas y 
económicas del servicio y las conveniencias generales lo permi­
tan y aconsejen y los departamentos cumplirán funcion�s de 
apoyo y coordinación". 

1 .3 Bases legales para la prestación de los servicios 
públicos domiciliarios. 

· 

El artículo 199 de la Ley 136 de 1994, por la cual se dictan 
normas tendientes a modernizar la organización y el 
funcionamiento de los municipios, revisti·ó al Presiente de la 
República de precisas facultades extraordinari�s p�ra compilar 
las disposiciones constitucionales y legales vigentes sobre la 
materia. 

En cumplimiento de lo anterior se dictó el Decreto 2626 de 
noviembre 29 de 1994 o Estatuto Municipal, reglamentado por 
el Decreto 2796 de diciembre 22 de 1994. 

En cuanto a las funciones, corresponde al municipio confor­
me al artículo 14 del citado Decreto 2626 (3º de la Ley 136 de 
��: . 

"5. Solucionar las necesidades insatisfechas de salud, 
educación¡ saneamiento ambiental agua potable, servicios 
públicos domiciliarios, vivienda, recreación y deporte . . .  direc-­

- tamente y en concurrencia, complementariedad y coordinación 
con las demás , entidades territoriales y la Nación, en l<?s 
términos que defina la ley. 

La Ley 60 de 1993 sobre distribución de competencias y . 
recursos permite a los municipios financia� con ��ur�os 

�
de 

forzosa inversión los costos de estudios de premvers1on ( d1senos 
y estudios) para la construcción de acueductos y alcantarillados 
locales, o adquirir vehículos para recolección de basuras y otros 
diferentes a los servicios públicos domiciliarios. 

. El reglamento actual de lo� Servicios Públicos domiciliarios 
es la Ley 142 de 1994. 

En el artícuto 1 º de la mencionada Ley 142 se define el 
ámbito de aplicación de la m

º
isma, en la siguiente forma: 

"Esta ley se aplica a los servicios públicos domiciliarios de 
acueducto, alcantarillado, aseo, energía eléctrica, distribu­
ción de gas combustible, telefonía pública básica conmutada y 
la telefonía local móvil en el sector rural . . .  ". 

En cuanto a las competencias están definidas en los artículos 
5º y 6º para los municipios, en el primero de los cuales se fija la 
competencia general en este nivel territorial, al cual se le 
adscriben las funciones de asegurar la prestación, la participa­
ción de los usuarios, · el otorgamiento de subsidios para los 
usuarios de menores ingresos, la estr�tificación de los inmue:. 
bles, el establecimiento de nomenclatura alfa-numérica que 
permita identificar cada predio y apoyar los esfuerzos de los 
niveles departamentales y nacionales sobre el particular. En-el 
artículo 6º se ordena a los municipios prestar los servicios 
públicos domiciliarios cuando las características técnicas "'! 
económicas del servicio y las conveniencias generales lo permi­
tan y aconsejen, lo cual se entiende ocurre en los casos de previa 
invitación pública a las empresas de servicios públicos, a otros 
municipios, al Departamento, a la Nación y a otras personas 
públicas y privadas sin que se reciba respuesta aceptable. 

A nivel departamental se define la competencia en el 
artículo 7º de la Ley 142, se trata de asegurar la prestación de los 

· servicios en todo el territorio; dar apoyo financiero, técpico y 
administrativo, en los casos de prestación directa por los muni­
cipios o cuando se preste con participación del Departamento o 
la Nación; organizar sistemas de coordinación y de asociación de 
municipios para el mismo fin. 

A nivel Nacional la competencia está definida por el artículo 
8º de la misma ley, asignándole en forma privativa la planifica­
ción, asignación, gestión y control del uso del espectro electro­
magnético; planificar, asignar y gestionar el uso del gas coro bus­
tibie,. en cuanto ello sea técnicamente posible; asegurar la 
realización de actividades de generación e interconexión nacio-· 
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na! eléctrica, de gas y telecomunicaciones, apoyar la prestación 
de servicios públicos, velar por la correcta prestación de los 
servicios públicos y prest .ir los servicios públicos de que trata 
la misma ley, cuando los departamentos y los municipios no los 
presten 

Por lo anterior queda clara la necesidad de prestar los citados 
servicios públicos domiciliarios y la posibilidad constitucional 
y legal de ser prestados por la Nación. 

II. Bases institucionales 
El nuevo Departamento del Vichada, a pesar de ser después 

del Amazonas, el segundo de mayor extensión en el país, con 
96.625 kilómetros cuadrados, es por igual uno de los más pobres 
y menos poblado, su presupuesto anual no alcanza a los siete mil 
millones de pesos y su población conforme al censo próximo 
pasado es de 22.766 habitantes, es decir, con un promedio de 
4.24 por kilómetro cuadrado repartidos en tres municipios y más 
de 36 asentamientos humanos de menor escala, todo lo cual y sin 
contar con otros obstáculos como la falta de comunicaciones, 
hace imposible proporcionar los servicios públicos domicilia­
rios a menos que se tengan recursos suficientes para ello. 

Por otra parte es necesario aclarar que todo el territorio del 
Vichada no está comprendido dentro de los límites de los tres 
municipios existentes, lo cual llevaría a no proporcionar dichos 
servicios en los Corregimientos Departamentales o a ser presta­
dos por esta entidad territorial, la cual como se ha visto no tiene 
la capacidad financiera para asumir los consiguientes costos. 

La situación de los municipios de Puerto Carreña y La 
P rimavera es similar a la del départamento, sin posibilidad 
financiera, ni técnica, ni administrativa y sin infraestructura 
adecuada para los mismos fines. 

En cuanto al Municipio de Santa Rosalía, apenas sí tiene dos 
años de vida autónoma, sobrando portan to cualquier comentario 
sobre el particular. 

En realidad, la zona territorial que hoy ocupa el departamen­
to del Vichada, ha estado abandonada desde cuando formaba 
parte del Territorio Nacional del Meta, luego cuando fue Comi­
saría su situación de olvido no cambió y así mismo ha permane­
cido en sus tres y más años de haber sido promovida a Departa­
mento. 

Dicho aislamiento rompe la unidad nacional, por cuanto al 
no existir los más esenciales servicios, esta población de fron­
teras no participa del desarrollo general nacional en los campos 
cultural, económico, técnico y en general sociopolítico. 

Por lo tanto, debe ser preocupación principal de_ los poderes 
públicos centrales, la realización de las obras necesarias de 
infraestructura, para er desarrollo uniforme delas distintas 
entidades territoriales y su integración, con el logro de los 
proyectos constitucionales de fortalecer la unidad de la Nación-, 
consolidando el proceso de prosperidad general, dentro de un 
orden político y social justo que implique el mejoramiento en la 
calidad de vida para los pobladores del Vichada . 

Como el Departamento del Vi"chada constituye uno de los 
rincones de Ja frontera nacional, posiblemente por este mismo 
motivo ha venido soportando su situación de desarticulación y 
aislamiento vergonzoso en relación con el_ resto de nuestro 
territorio patrio. 

Dicha desarticulación se·presenta no solamente en relación 
con las otras entidades territoriales de su misma categoría, sino 
aun más grave, la sufre en su propio seno, pues sus municipios, 
poblados y zonas, se encuentran sin ninguna clase de interrela­
ción ni intercomunicación lo cual hace del Vi cha da, un Departa­
mento, no aglutinado, ni motivado para el logro de una visión 
conjunta de desarrollo. · 

111. Bases reales: políticas y sociales 

La situación social de los seres humanos residentes en el 
Departamento"es la de aislamiento cultural, en comunicaciones 
y el nivel de vida el más precario, pisos de tierra en su mayoría 
y sobre todo en el área rural, así como en las zonas más pobres 
del casco urbano, las letrinas y el monte reemplazan los servicios 
sanitarios, el agua potable no existe, la luz en Puerto Carreña es 
suministrada solamente algunas horas al día y se genera en una 
vieja planta y a costos altísimos, las conexiones telefónicas 
domiciliarias sólo existen en Puerto Carreña y en reducido 
porcentaje, lo cual no es obstáculo para la pésima calidad del 
servicio, los alcantarillados brillan por su ausencia, tanto que en 
comparación con los niveles de vida de las gentes del centro del 
país, al igual que con los habitantes de la frontera venezolana, 
para nuestros compatriotas parece no haber llegado el Siglo XX. 

Sobre el papel e importancia del servicio público, la jurispru­
dencia de la Corte Constitucional ha dicho: 

Viernes 24 de marzo de 1995 

"El servicio público como instancia de legÚimidad del 
Estado. 

Los servicios públicos no pueden verse como una pesada 
carga que recae sobre el Estado burocrático sino como un logro 
conceptual y jurídico de los ciudadanos en su propio beneficio. 
La noción de servicio público expresa una transformación 
política que se traduce en la subordinación de los gobernantes 
a los gobernados. La relación individuo-Estado no es, por tanto, 
la de vasallo o súbdito y Monarca sino la de ciudadano-
servidores públicos. 

· 

El contenido filosófico político ·de la noción de servicio 
público trasciende las d iversas posiciµnes ideológicas 
abstencionistas, intervencionistas o 'neo!iberales. Dicho conte­
nido refleja una conquista democrática que se traduce en una 
teoría del Estado cuyo cometido esencial ese! cubrimiento de las 
necesidades básicas insatisfechas de toda la población y el 
aseguramiento de un mínimo materi?l para la existencia digna 
de la persona. 

Los servicios públicos son el medio por el cual el Estado 
realiza los fines esenciales de servir a la: comunidad, promover 
la prosperidad general y garantizar la efectividad de los princi­
pios, derechos y deberes constitucionales (Constitución Nacio­
nal, artículo 2Q). El sentido y razón de ser de los poderes 
constituidos es el servicio a la comunidad, la satisfacción de sus 
necesidades y la protección de los derechos individuales de sus 
miembros. 

Servicios públicos, Estado sociedad de Derecho y princi-
pio de solidaridad. 

· 

El Estado Social y democrático tiene una concreción técnica 
en la noción de servicios públicos. El constituyente al acoger 
esta forma de organización política social elevó a deber 
constitucional del Estado suministrar prestaciones a la colecti­
vidad. La naturaleza social y democrática del Estado considera. 
a cada ciudadano como un fin en sí mism9, en razón d� su 
dignidad humana y de su derecho a la realización personal 
dentro de un proyecto comunitario que propugna por la igualdad 
real de todos los miembros de la sociedad. Por lo tanto la 
administración está sujeta a un concepto evolutivo de mayores 
prestaciones y mejores servicios al público, según las cambian­
tes necesidades y la complejidad del mundo moderno. 

La idea del servicio público es el medio para avanzar 
rápidamente al Estado Social y democrático de derecho, en 
forma pacífica y sin traumas para los grupos de de interés que 
detentan posiciones de ventaja respecto de los sectores mayori­
tarios dela sociedad, con necesidades insatisfechas. La legitimi­
dad del Estado depende del cumplimiento de sus deberes 
sociales y de la eficacia de la gestión pública . La población es 
sensible a la efectiva realización de los fines esenciales del 
Estado, en particular porque sobre ella pesa la carga del régimen 
impositivo. La corrupción y el fraude generalizados hacen que 
el ciudadano perciba la presencia del Estado como una carga 
insoportable y puede conducir a su destrucción o al desmonte de 
las prestaciones sociales a su cargo. Por ello los servicios 
públicos deben mantener un nivel de eficiencia aceptable para 
dar respuesta a las necesidades sociales, sin perjuicio del 
principio de la solidaridad social. Los servicios públicos como 
instancia y técnica de legitimación no son fruto de la decisión 
discrecional del poder público, sino aplicación concreta del 
principio fundamental de la solidaridad social (Constitución 
Nacional, artículos 1 Q y 2Q) . A través de la noción de servicio 
público el Estado tiene el principal instrumento para alcanzar la 
justicia social y promover condiciones de igualdad real y efec­
tiva. Su prestación comporta una transferencia de bienes ei:onó­
micos y sociales con base en el principio de justicia redistributiva 
que, mediante el pago discriminado de los servicios públicos 
según estratos y en función de la capacidad económica del 
usuario, permite un cubrimiento a sectores marginados que, en 
otras circunstancias, no tendrían acceso a los beneficios del 
desarrollo económico. De esta forma se garantizan las condicio­
nes materiales para el Übre desarrollo de la personalidad 
(Constitución Nacional, artículo 16) y para la consecución de 
una igualdad real y efectiva (Constitución Nacional, artículo 13) 
de toda la población". Corte Constitucional. Sentencia T. 540. 
Septiembre 24 de 1992. Magistrado Ponente, doctor Eduardo 
Cifuentes Muñoz. 

En el afán descentralizador no se ha tenido en cuenta que 
ésta no es buena o mala por sí sola, sino dependiendo de los fines 
y logros del proceso, no se trata de que las finalidades sociales 
del Estado se cumplan desde el poder central o desde el más 
cercano poder local, lo importante es e cumplimiento real y 
efectivo de las mismas mediante una adecuada prestación de los 
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servicios públicos, .doriiiciliarios y esenciales, es decir, no se 
debe descentralizar solamente para que lo no hecho al nivel 
nacional por ciento cincuenta años de vida independiente, ahora 
deje de hacerse por espacio igual, pero mediante responsabili­
dad de cada autoridad municipal. 

Y lo anterior .sería lo esperado si se descentraliza para 
entregar responsabilidades a municipalidades que como las del 
Vichada se encuentran en física y total imposibilidad financiera 
y técnica para asumirlas. 

Ello implicaría por otra parte, la condena para las comuni­
dades de mi departamento, a sobrevivir por otr� siglo y medio, 
varias generaciones, sin acceder a los servicios públicos más 
elementales y esenciales, con el consiguiente deterioro de la 
imagen del Estado ante estos ciudadanos de Colombia: 

Las herramientas normativas han sido explicadas, la nece­
sidad sociopolítica es conocida y sin embargo ha sido probada, 
falta ahora solamente la férrea voluntad política para cumplir en 
mi región con los fines y obligaciones sociales del Estado. 

Como estamos en el Tiempo de la Gente, pues que ahora sí 
le toque recibir lo suyo a los habitantes del Departamento del 
Vichada. 

· 

La patria no puede detenerse en su camino hacia el progreso, 
hacia la unidad equilibrada de la Nación, hacia los derroteros de 
lograr un bienestar general y un continuo y sostenido mejoramiento 
en la calidad de vida de la población, especialmente de la más 
urgida en satisfacer las más simples, apremiantes y esenciales 
necesidades del hombre. 

Cordialmente, 
Franklin Segundo García Rodríguez. 

Representante a la Cámara, Departamento del Vichada, 
Departariiento del Vichada. 

CAMARA DE REPRESENTANTES 
Secretaría General 

El día 22 de marzo de 1995 ha sido presentado en éste 
Despacho, el Proyecto de ley número 183 de 1995 con su 
correspondiente exposición de motivos, por el honorable Repre­
sentante Franklin Segundo García. 

Diego Vivas Tafur, 
Secretario General. 
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PROYECTOS DE ACTO LEGISLATIVO Págs. 

Proyecto de acto Legislativo número 184/95 Camara, por el 
cual se adiciona el artículo 176 de la C'.onstitución Nacio-
nal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 1 

Proyecto de acto Legislativo número 185/95 Camara, por el 
cual se modifican algunos artículos del Régimen de las 
Asambleas Departamentales artículos 299, 300 de la C.P. 2 

P R O Y E C T O S  D E  L E Y  
Proyecto de Ley número 181 de 1995 Camara, por medio de 

la cual la Nación se asocia a la celebración de los 450 años 
del Municipio de Soatá, Boyacá, rinde homenaje a los 
Soatenses y se ordena la realización de obras de infraes-
tructura. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2 

Proyecto de Ley número 182 de 1995 Camara, por la cual se 
modifica el artículo 136 del Decreto legislativo 080 del 22 
de enero de 1980 y se ordena la creación de la Secciona! 
Puerto Carreña, de la Universidad Pedagógica Nacional. 3 

Proyecto de Ley número 183/95-Camara, por la cual se 
ordena al Gobierno Nacional, asumir la financiación y 
prestación de los servicios públicos domiciliarios de agua 
potable, alcantarillado, energía eJéctrica y comunicaciones 
telefónicas de los Municipios de Puerto Carreña, La 
Primavera y Santa Rosalía yen los asentamientos humanos 
de El Viento, Tres Matas, La Catorce, Misión Santa 
Teresita, Cumaribo, Pa!marito, Chaparral, Santa Rita, 
Puerto Nariño, Garcitas, La Tam hora, Ma taven, Amanaven, 
Guásipa, La Hormiga, Guacamaya, Casuarito, Aceitico, 
La Venturosa, Puerto Murillo, Nueva Antioquia, Santa 
Bárbara de Agua Verde, Guacacías, Misión La Pascua, 
San Teodoro, Santa Cecilia, Matiyure, El Carajo, La 
Esmeralda, El Ceja], Guérima, Chupave, San José de 
Ocuné, Guaco, Siare, Pueblo Nuevo, Sunape, Guanape, y 
Marandúa, en el Departamento del Vichada, así CO!l10 los 
demás caseríos indígenas del mismo departamento. . . . . . . . 6 
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